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I. RIGIDEZ Y REVISIÓN CONSTITUCIONAL 

1. La revisión constitucional  entre el derecho y los hechos  

Si algo caracteriza a las Constituciones rígidas es, precisamente, la 
previsión en sus textos de procedimientos específicos y, en general, 
complejos para llevar acabo su revisión, sea a través de reformas gene-
rales o mediante enmiendas o modificaciones puntuales a sus previ-
siones. Normalmente estos procedimientos de revisión constitucional 
se han establecido desde el inicio de la aparición de los Estados o de su 
reconstitución, como producto de una Asamblea o Convención consti-
tuyente que en nombre del pueblo aprobó la Constitución.   

El objetivo de estos procedimientos de revisión constitucional co-
mo parte del pacto político contenido en la Constitución, es la preser-
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vación del mismo, de manera que no puedan éstas ser modificadas 
unilateralmente por grupos aislados, sino mediante la participación de 
todas las fuerzas o componentes de la sociedad política. Por ello, inclu-
so, ha sido común en los Estados federales que surgieron como conse-
cuencia de un pacto político entre Estados, el establecer mecanismos 
para garantizar la participación de éstos en los procesos futuros de re-
visión constitucional. Así ocurrió, por ejemplo, en la misma Constitu-
ción Norteamericana con la cual se inició el federalismo mismo (Art. V) 
en 1787, en la cual se prevé la ratificación de las enmiendas por tres 
cuartas partes de las Asambleas legislativas de los Estados o por Con-
venciones (constituyentes) constituidas en tres cuartas partes de los Es-
tados; y así también se estableció, veintidós años después, en la prime-
ra Constitución federal adoptada con posterioridad, la Constitución de 
los Estados de Venezuela de 1811, en la cual se previó la posibilidad de 
aprobar reformas por las dos terceras partes de las Legislaturas pro-
vinciales  (Art. 135).  

Los procedimientos de revisión constitucional en las Constitucio-
nes rígidas, por tanto, son procedimientos establecidos para proteger el 
pacto político constitucional que contienen, de manera de evitar modi-
ficaciones unilaterales y al contrario, asegurar la participación de todos 
los componentes políticos de la sociedad. En principio, por tanto, las 
normas que los regulan tienen un marcado tinte conservador respecto 
de la Constitución y sus principios, por lo que los procedimientos esta-
blecidos para la revisión buscan lograr consensos. 

Pero las Constituciones, como normas supremas reguladoras de la 
sociedad, en ningún caso pueden ser de carácter eterno ni estático, ni 
pueden pretender dejar políticamente congelada a la sociedad. Estas 
necesariamente cambian, como también cambian los sistemas políticos, 
por lo que la excesiva rigidez constitucional que impida la adaptación 
progresiva de la norma constitucional a la realidad, puede incluso 
conducir a lo contrario de lo perseguido, y provocar la consolidación 
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de los cambios políticos por la vía de los hechos, los que luego consi-
guen en una u otra forma, alguna legitimación ex post factum. 

La rigidez constitucional mediante la previsión de procedimientos 
específicos de revisión constitucional, por tanto, debe ser de tal natura-
leza que el principio conservador del pacto político que estos buscan 
no sea el que conduzca por la vía de los hechos a su ruptura. Los prin-
cipios y procedimientos de la revisión constitucional, por tanto, puede 
decirse que se mueven entre el conservadurismo y el cambio político, 
lo que es lo mismo que señalar que se mueven entre el derecho y los 
hechos.  

Por tanto, si en una sociedad dada se producen cambios sustancia-
les de orden político y social, las normas relativas a la revisión consti-
tucional o son capaces de canalizar las exigencias de los mismos y 
permiten la preservación del derecho o constituyen una resistencia in-
salvable que provoca la producción de los cambios pero por medio de 
los hechos. He allí el dilema de las previsiones constitucionales sobre 
procedimientos de revisión constitucional: que la excesiva rigidez del 
derecho puede conducir a su ruptura de hecho. 

Ahora bien, todas  las Constituciones de los países de América La-
tina fueron adoptadas a comienzos del Siglo XIX, con motivo de la de-
claración de independencia de España, por voluntad popular expresa-
da a través de Congresos, Convenciones o Asambleas Constituyentes, 
las cuales en su momento asumieron el poder constituyente originario 
para la organización de los Estados con forma republicana. 

Como constituciones rígidas, en ellas también se establecieron los 
procedimientos para su reforma o enmienda, como poder constituyen-
te derivado, regulándose  excepcionalmente la figura de la Convención 
o Asamblea Constituyente, como sólo sucedió en la Constitución Ar-
gentina (1853), la cual reguló una Convención (Art. 30) constituyente, 
adoptando la terminología de la  Constitución Norteamericana. 
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En todo caso, las  Constituciones del Siglo XIX, por supuesto, du-
rante los casi doscientos años que nos separan de los movimientos in-
dependentistas, han sido objeto de múltiples reformas pero en ellas  no 
necesariamente se han seguido  y respetado los procedimientos previs-
tos para el  poder constituyente derivado que regulaban las Constitu-
ciones, al punto de que por ejemplo, en la actualidad, casi todas las 
Constituciones vigentes de América Latina han sido el producto de 
Asambleas o Convenciones Constituyentes, las cuales en su momento 
asumieron el poder constituyente sin que necesariamente hubieran es-
tado reguladas expresamente en los textos constitucionales preceden-
tes, tal y como recientemente ha sucedido, por ejemplo, en Colombia 
(1991), en Ecuador (1998)  y en Venezuela (1999).  

Las Asambleas Constituyentes, por tanto, como mecanismos fácti-
cos de revisión constitucional no son extrañas en la historia constitu-
cional de América Latina, y para darse cuenta de ello, bastaría con citar  
un solo ejemplo, el de Venezuela, donde en múltiples oportunidades se 
ha reformado la Constitución a través de dicho mecanismo de revisión 
constitucional sin que el mismo hubiese  estado regulado jamás (hasta 
1999) en el texto constitucional. 

   En efecto, en  Venezuela, puede decirse que Asambleas Consti-
tuyentes, como cuerpos representativos convocados con el objeto de 
constituir un Estado, es decir, establecer inicialmente la organización 
política de una sociedad dada en un territorio determinado, en sentido 
estricto solo ha habido dos: el Congreso General de 1811 reunido en Ca-
racas con el objeto de constituir el Estado venezolano independiente de 
la Corona Española con la sanción de la Constitución Federal para los 
Estados de Venezuela 21-12-1811; y el Congreso Constituyente convoca-
do en la ciudad de Valencia, en 1830, para reconstituir el Estado vene-
zolano separado de la Gran Colombia y sancionar la Constitución del 
Estado venezolano (22-9-1830). Pero estas no han sido las únicas 
Asambleas Constituyentes, pues a partir de 1830 se  convocaron nueve 
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más, pero con el  objeto de reconstituir el sistema político y reformar la 
Constitución, lo que en toda la historia política venezolana, excepto 
con la Asamblea Constituyente de 1999, siempre ocurrió  después de 
una ruptura violenta (guerra o revolución) de hilo constitucional. 

En efecto, después de la reforma de la Constitución de 1830 por el 
Congreso en 1857 conforme al procedimiento previsto en la misma 
(Art. 227), al año siguiente y como consecuencia de un golpe de Estado 
(Revolución de Mazo), se convocó a una Gran Convención Nacional re-
unida en Valencia la cual sancionó la Constitución de 31-12-1858. Ello 
fue la antesala de las Guerras Federales, al final de las cuales dicha 
Constitución fue anulada (1862), convocándose una Asamblea Constitu-
yente que se reunió en Caracas en 1864, la cual sancionó la Constitución 
de los Estados Unidos de Venezuela (13-4-64), consolidándose la forma 
federal del Estado (1864-1901). 

Después de múltiples vicisitudes políticas (Revolución de Azul de 
1868 y Revolución de Abril de 1870) que afectaron la vigencia de la 
Constitución de 1864, el Congreso la modificó conforme a sus normas 
(Art. 122),  en 1874 y 1881. En 1891 se produjo otra reforma, la cual fue 
cuestionada por la forma que se hizo, provocando en 1892, otra Revo-
lución (Revolución Legalista) la cual condujo a la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente que se reunió en Caracas, la cual san-
cionó la Constitución de los Estados Unidos de Venezuela de 1893 (21-
6-1893). 

Como consecuencia de otra Revolución (Revolución Liberal Res-
tauradora), en 1900 se convocó otra Asamblea Nacional Constituyente que 
sancionó la Constitución de 1901 (29-3-01), con la que se inició el pe-
ríodo del Estado Centralizado Autocrático (1901-1945). Esa Constitución, 
después de otra Revolución (Revolución Reivindicadota) fue nueva-
mente reformada en 1904 por el Congreso que asumió las funciones, 
facultades y derechos que correspondían  al Poder Constituyente, san-
cionando la Constitución de 1904. Esta fue enmendada por el Congreso 
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en 1909, pero en 1914, un Congreso de Diputados Plenipotenciarios convo-
cado al efecto promulgó un Estatuto Constitucional Provisorio y luego 
sancionó la Constitución de 1914 (19-6-14). Dicha Constitución, como lo 
establecía su texto (Art. 130), fue posteriormente enmendada o refor-
mada en múltiples ocasiones, en 1922, 1925, 1928, 1929, 1931, 1936 y 
1945 (5-5-45). 

Una nueva Revolución ocurrida en octubre de 1945 (Revolución 
de Octubre), con la cual se inició el proceso de establecimiento Estado 
Democrático Centralizado, condujo, al año siguiente a la convocatoria de 
una nueva Asamblea Constituyente que se reunió en Caracas y sancionó 
la Constitución de 1947 (5-7-47). Al año siguiente, sin embargo,  se 
produjo otro golpe de Estado, instalándose un régimen militar que en 
1953 convocó a otra Asamblea Constituyente de los Estados Unidos de 
Venezuela, la cual sancionó la Constitución de 1953 (15-4-53). 

Luego de un nuevo golpe de Estado, el 23 de enero de 1958, una 
Junta Militar y la subsiguiente Junta de Gobierno asumieron el poder, 
continuando sin embargo en aplicación la Constitución de 1953 hasta 
que el Congreso electo en 1958, conforme a dicho texto (Arts. 140 y ss.), 
reformó totalmente la Constitución, sancionando la Constitución del 
23-1-61. 

Cuarenta años después, en 1998, en medio de la crisis que todavía 
sacude al sistema político venezolano, resultaba inevitable la necesidad 
de una nueva reconstitución del sistema político y del Estado, para lo 
cual por primera vez en la historia de Venezuela, sin violencia, y luego 
de un proceso de interpretación judicial de la Constitución, en 1999 se 
procedió a convocar una Asamblea Constituyente en democracia, para 
precisamente evitar la ruptura violenta del hilo constitucional y recons-
tituir el sistema político en libertad.  

El hilo constitucional, sin embargo, fue efectivamente roto, pero  
por la propia Asamblea Nacional Constituyente que fue la que al asu-
mir sin autoridad alguna el “poder constituyente originario”, dio un 



 7 

golpe de Estado contra la Constitución de 1961 y contra los poderes 
constituidos, particularmente, contra los órganos de representación 
popular (Congreso y Asambleas legislativas de los Estados) que habían 
sido electos un año antes (1998). La nueva Constitución sancionada por 
la Asamblea Nacional Constituyente, sin embargo, fue posteriormente 
aprobada mediante referéndum, con el cual se “legitimaría” el proceso 
constituyente precedente.  

Las Constituciones pueden indicar expresamente, como por ejem-
plo lo dice el texto de la República Dominicana, que “la reforma de la 
Constitución sólo podrá hacerse en la forma que indica ella misma” 
(art. 120); pero lo cierto es que la revisión constitucional en América 
Latina, no siempre ha sido un proceso de jure, sino que en múltiples 
ocasiones ha sido  producto de los hechos, cuyos resultados constitu-
cionales luego han encontrado ex post factum, en una forma u otra, al-
guna vía de legitimación política. 

Lo cierto, en todo caso,  es que en casi 200 años de historia  consti-
tucional, en Venezuela por ejemplo, han funcionado diez Asambleas 
Constituyentes como mecanismos de revisión constitucional y ninguna 
había estado prevista en el texto constitucional precedente. La Consti-
tución de 1999 ha sido por tanto, la primera en  regular expresamente 
dicho modelo de revisión constitucional. 

2. La constitucionalización del poder constituyente derivado y sus con-
secuencias  

En todo caso, como se ha dicho, como todas las Constituciones rí-
gidas del mundo contemporáneo, las Constituciones vigentes de los 
países de América Latina aprobadas en la forma escogida al sancionar-
se, establecen expresamente los procedimientos de revisión constitu-
cional con trámites que son distintos a los establecidos para  las refor-
mas de la legislación ordinaria. 
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En estos procedimientos, en general, se ha asegurado no sólo la 
participación de los órganos de representación popular (Congresos o 
Asambleas Legislativas) para  la revisión constitucional sino, en la ma-
yoría de los casos, se ha asegurado  la participación directa del pueblo 
mediante un proceso de votación sea para la elección de una Conven-
ción o Asamblea Constituyente o para la aprobación mediante referen-
do o plebiscito de la reforma constitucional. Estos procedimientos de 
revisión constitucional, por supuesto, al estar expresamente regulados 
en la Constitución, están sometidos al cumplimiento de la normativa 
constitucional que lo regula. La supremacía constitucional por tanto, 
puede decirse que se aplica incluso, para el ejercicio del poder consti-
tuyente regulado en la propia Constitución. 

Estos procedimientos de revisión constitucional, en todo caso, se 
han regulado como formas específicas de manifestación del poder constitu-
yente derivado, que las Constituciones han establecido, en términos ge-
nerales en tres formas, según (i) que el poder constituyente se ejerza 
directamente por el pueblo; o (ii) que su ejercicio, en representación del 
mismo, se haya otorgado a los órganos de representación popular 
(Congresos o Asambleas Legislativas);o (iii) que se haya otorgado a 
una Asamblea o Convención Constituyente convocada al efecto. 

En algunos países, incluso, se han regulado estos tres procedi-
mientos de revisión constitucional, en paralelo, tal y como sucede por 
ejemplo en Colombia, donde el artículo 374 de la Constitución estable-
ce que:  

Art. 374. “La Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso, 
por una asamblea constituyente o por el pueblo mediante referendo”. 

Lo que es claro de las Constituciones latinoamericanas es que los 
procedimientos de revisión constitucional que ellas regulan, dada su 
supremacía se han establecido con carácter obligatorio, razón por la 
cual  en sus propios textos se niega valor a toda reforma constitucional 
realizada mediante procedimientos no previstos en la Constitución. De 
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allí, por ejemplo, la tajante declaración antes citada de la Constitución 
de República Dominicana, cuyo artículo 120 dispone que: 

Art. 120.  La reforma de la Constitución sólo podrá hacerse en la forma que 
indica ella misma, y no podrá jamás ser suspendida ni anulada por  ningún 
poder ni autoridad ni  tampoco por aclamaciones populares.  

En sentido algo similar, la Constitución de Venezuela establece en 
su artículo 333 que:  

Art. 333. Esta Constitución no perderá su vigencia si dejare de observarse por 
acto de fuerza o porque fuere derogada por cualquier otro medio distinto al 
previsto en ella. 

En tal eventualidad todo ciudadano investido o ciudadana investida o no de 
autoridad, tendrá el deber de colaborar en el restablecimiento de su efectiva 
vigencia. 

Sin embargo, debe señalarse que los procedimientos formales de 
revisión constitucional (reforma o enmienda) que analizaremos en de-
talle a continuación, no son los únicos previstos para la modificación 
de la Constitución y su adaptación a los cambios políticos y sociales.  

La adaptación constitucional puede ocurrir, en efecto, mediante 
otros medios que la propia Constitución dispone para asegurar la mu-
tación constitucional sin que se pongan en movimiento los instrumen-
tos formales de revisión constitucional (enmiendas, reformas, asam-
bleas constituyentes), como sucede cuando el texto constitucional regu-
la la sanción de leyes especiales y específicas de rango constitucional 
para el desarrollo de determinadas materias de orden constitucional, 
como la descentralización política. Por ejemplo, en la Constitución de 
Venezuela de 1961 y en la vigente de 1999, se establece expresamente la 
atribución de competencias exclusivas en los tres niveles de gobierno 
(nacional, estadal y municipal) conforme al sistema federal de distribu-
ción vertical del Poder Público (arts. 156, 164 y 178), pero el artículo 157 
de la misma Constitución establece que mediante ley, la Asamblea Na-
cional puede transferir a los Estados algunas de las competencias ex-
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clusivas del Poder Nacional. Cuando se dicta una ley de esta naturale-
za, sin duda que se produce una modificación de la Constitución, auto-
rizada en su mismo texto, pero mediante una forma distinta a la refor-
ma o enmienda, es decir, mediante una ley que adquiere rango consti-
tucional.  

Otro ejemplo de modificación constitucional mediante mecanis-
mos distintos a los procedimientos de reforma o enmienda, puede ocu-
rrir mediante la aprobación legislativa de tratados internacionales en 
materia de derechos humanos y su ratificación, como puede suceder en 
Venezuela. En efecto, en este país no sólo se ha establecido en la Cons-
titución el rango constitucional de los tratados en materia de derechos 
humanos ratificados por la República, sino su aplicación prevalente 
incluso respecto de la misma Constitución, cuando aquellos contengan 
previsiones más favorables al ejercicio y goce de los derechos humanos 
(Art. 23). En consecuencia, cuando se produce la aprobación legislativa 
de un tratado y su ratificación ejecutiva, si el mismo contiene normas 
en materia de derechos humanos más favorables a las establecidas en 
la Constitución, se produce una modificación automática de la misma, 
autorizada en el mismo texto. 

Por supuesto, otro mecanismo para asegurar la mutación constitu-
cional, lo constituye el desarrollo de las Jurisdicciones Constitucionales 
en América Latina, a través de la actuación de los Tribunales o Cortes 
Constitucionales o de las Salas Constitucionales de las Cortes Supre-
mas de Justicia, con potestad constitucional para establecer interpreta-
ciones vinculantes de la Constitución y sus principios. A través de la 
interpretación constitucional, por tanto, sin que la Constitución sea 
formalmente enmendada o reformada, se puede producir la adapta-
ción de las disposiciones constitucionales formales a las nuevas exigen-
cias políticas y sociales de una sociedad en un momento dado. El juez 
constitucional, por tanto, ciertamente que puede considerarse como un 
fenomenal instrumento de adaptación de la Constitución, y para el 
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afianzamiento del Estado de derecho, pero también puede ser un ins-
trumento diabólico de dictadura constitucional, no sometido a contro-
les, cuando justifica todas las violaciones constitucionales que se pro-
ducen en regímenes autoritarios o donde la separación de poderes no 
está realmente asegurada. 

Por otra parte, tratándose de un poder constituyente derivado el 
que se regula en los propios textos constitucionales, el mismo tiene lí-
mites, no sólo en cuanto a los propios poderes que puede asumir el ór-
gano constituyente en relación con los Poderes constituidos del Estado, 
sino en relación con las materias reformables o enmendables, por lo 
que muchas Constituciones, mediante cláusulas pétreas, excluyen de 
toda reforma determinados principios y disposiciones que se declaran 
inmutables, y por tanto, irrevisables o irreformables. 

Ahora bien, siendo la Constitución en los Estados constitucionales 
democráticos contemporáneos emanación de la soberanía popular, pa-
ra el estudio comparativo de los procedimientos de revisión constitu-
cional formalmente establecidos (reforma o enmienda), este estudio lo 
dividiremos en tres partes:  en primer lugar, analizaremos los casos en 
los cuales la revisión constitucional se regula como poder atribuido al 
pueblo como partícipe en el poder constituyente derivado; en segundo 
lugar, estudiaremos los casos en los cuales la revisión constitucional se 
atribuye a los órganos constituidos del Estado, los cuales asumen en-
tonces el poder constituyente derivado; y en tercer lugar, analizaremos 
los límites generales al poder constituyente derivado y el control de 
constitucionalidad. 

II. EL PODER DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ATRIBUIDO AL 
PUEBLO SOBERANO 

En efecto, muchas Constituciones de América Latina regulan la 
revisión constitucional atribuyendo el poder constituyente derivado 
directamente al pueblo, el cual debe expresar su  manifestación de  vo-
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luntad mediante la  aprobación de la reforma a través de una votación 
realizada por vía de un referendo, de un plebiscito o de una consulta 
popular. En algunos casos, la participación del pueblo como poder 
constituyente se establece en forma exclusiva, como único procedi-
miento de revisión constitucional (Uruguay); y en otros casos, se esta-
blece como una de las alternativas de revisión constitucional, conjun-
tamente con otros procedimientos. Es el caso, por ejemplo, de Venezue-
la, Colombia, Paraguay, Guatemala y Costa Rica, donde además se re-
gula el funcionamiento de una Asamblea Constituyente; y del Perú, 
Cuba, Chile, Ecuador y Panamá, donde además se atribuye al órgano 
legislativo la potestad de aprobar la reforma constitucional. En Colom-
bia, además del procedimiento de revisión constitucional mediante re-
ferendo, se regula la Asamblea Constituyente y los Actos Legislativos 
de reforma constitucional aprobados por el Congreso. 

 1.  La revisión constitucional ejercida exclusivamente por el pue-
blo: el caso de Uruguay 

En América Latina, sólo la Constitución de Uruguay atribuye al 
pueblo, en exclusividad, la posibilidad de aprobación de las reformas 
constitucionales mediante referendo. En efecto, el artículo 331 de la 
Constitución establece la posibilidad de su reforma total o parcial con-
forme a diversos procedimientos, los cuales siempre deben concluir 
con una aprobación de la misma mediante votación popular. 

Los procedimientos para la reforma constitucional, por tanto, sólo 
varían según la iniciativa para la misma, que puede corresponder a la 
iniciativa popular, a la del órgano que ejerce el Poder Legislativo, o a 
los representantes en el mismo o al Poder Ejecutivo. 

En primer lugar, se establece la posibilidad de que por iniciativa del 
diez por ciento de los ciudadanos, inscritos en el registro Cívico Nacio-
nal, se pueda presentar un proyecto de articulado que se debe elevar al 
Presidente de la Asamblea General, debiendo ser sometido a la deci-
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sión popular, en la elección más inmediata. En este caso, la Asamblea 
General, en reunión de ambas Cámaras puede formular proyectos sus-
titutivos que debe someter a la decisión plebiscitaria, juntamente con la 
iniciativa popular. 

Para que el plebiscito sea afirmativo en este caso, se requiere que 
vote por "Sí" la mayoría absoluta de los ciudadanos que concurran a los 
comicios, la que debe representar por lo menos, el treinta y cinco por 
ciento del total de inscritos en el registro Cívico Nacional. 

En este caso sólo se deben someter a la ratificación plebiscitaria 
simultánea a las más próximas elecciones, los proyectos que hubieren 
sido presentados con seis meses de anticipación -por lo menos- a la fe-
cha de aquellas, o con tres meses para las fórmulas sustitutivas que 
aprobare la Asamblea General. Los que se presenten después de tales 
términos, se deben someter al plebiscito conjuntamente con las elec-
ciones subsiguientes. 

En segundo lugar, la revisión constitucional puede ser iniciativa de 
la Asamblea General, en cuyo caso, el artículo 331 establece dos proce-
dimientos de reforma constitucional: mediante la aprobación de pro-
yectos de reforma o mediante la aprobación de leyes constitucionales. 

A. Iniciativa mediante proyectos de reforma constitucional 

El inciso B del artículo 331 dispone que la Asamblea General  tam-
bién puede elaborar proyectos de reforma constitucional que deben 
reunir dos quintos del total de componentes de la Asamblea general, 
presentados al Presidente de la misma, los cuales deben ser sometidos 
al plebiscito en la primera elección que se realice.  

Para que en este caso el plebiscito sea afirmativo también se re-
quiere que vote por "Sí" la mayoría absoluta de los ciudadanos que 
concurran a los comicios, la cual también debe representar por lo me-
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nos, el treinta y cinco por ciento del total de inscritos en el registro Cí-
vico Nacional. 

En este caso sólo se deben someter a la ratificación plebiscitaria 
simultánea a las más próximas elecciones, los proyectos que hubieren 
sido presentados con seis meses de anticipación -por lo menos- a la fe-
cha de aquellas. Los que se presenten después de tales términos, se de-
ben someter al plebiscito conjuntamente con las elecciones subsiguien-
tes.  

B. Iniciativa mediante leyes constitucionales 

El inciso D del mismo artículo 331 de la Constitución dispone que 
la Constitución también puede ser reformada por leyes constituciona-
les para cuya sanción se requieren los dos tercios del total de compo-
nentes de cada una de las Cámaras dentro de una misma Legislatura. 
Las leyes constitucionales no pueden ser vetadas por el Poder Ejecuti-
vo y entran en vigencia luego que el electorado convocado especial-
mente en la fecha que la misma ley determine, exprese su conformidad 
por mayoría absoluta de los votos emitidos y serán promulgadas por el 
Presidente de la Asamblea General. 

En tercer lugar, la iniciativa de la reforma puede partir del Poder 
Ejecutivo o de representantes ante la Asamblea General mediante la 
convocatoria de una Convención Nacional Constituyente. En tal caso, 
el inciso C del mismo artículo 331 de la Constitución dispone que los 
Senadores, los Representantes y el Poder Ejecutivo también pueden 
presentar proyectos de reforma, los cuales deben ser aprobados por 
mayoría absoluta del total de los componentes de la Asamblea General.  
Si el proyecto fuere desechado el mismo no podrá reiterarse hasta el 
siguiente período legislativo, debiendo observar las mismas formali-
dades. 

Ahora bien, aprobada la iniciativa y promulgada por el Presidente 
de la Asamblea General, el Poder Ejecutivo debe convocar, dentro de 
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los noventa días siguientes, a elecciones de una Convención Nacional 
Constituyente que debe deliberar y resolver sobre las iniciativas apro-
badas para reforma, así como sobre las demás que puedan presentarse 
ante la Convención.  

A los efectos de la elección de la Convención Nacional Constitu-
yente, el artículo 331 de la Constitución dispone que el número de con-
vencionales será el doble del de Legisladores, debiendo elegirse con-
juntamente suplentes en numero doble al de convencionales; siendo las 
condiciones de elegibilidad, inmunidades e incompatibilidades, las 
mismas que rigen para los Representantes. La elección debe realizarse 
por listas departamentales, rigiéndose por el sistema de la representa-
ción proporcional integral y conforme a las leyes vigentes para la elec-
ción de Representantes.  

La Convención se debe reunir dentro del plazo de un año, contado 
desde la fecha en que se haya promulgado la iniciativa de reforma. Sus 
resoluciones deben tomarse por mayoría absoluta del numero total de 
convencionales, debiendo terminar sus tareas dentro del año contado 
desde la fecha de su instalación. El proyecto o proyectos redactados 
por la Convención deben ser comunicados al Poder ejecutivo para su 
inmediata y profusa publicación.  

El proyecto o proyectos redactados por la Convención deben ser 
ratificados por el Cuerpo Electoral convocado al efecto por el Poder 
Ejecutivo, en la fecha que haya indicado la Convención Nacional Cons-
tituyente.  

En este caso, los votantes también deben expresarse por "Sí" o por 
"No" y si fueran varios los textos de enmiendas, se deben pronunciar 
por separado sobre cada uno de ellos. A tal efecto, la Convención 
Constituyente debe agrupar las reformas que por su naturaleza exijan 
pronunciamiento de conjunto. Sin embargo, un tercio de miembros de 
la Convención puede exigir el pronunciamiento por separado de uno o 
varios textos.  
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La reforma o reformas deben ser aprobadas por mayoría de sufra-
gios, en número no inferior al treinta y cinco por ciento de los ciudada-
nos inscritos en el registro Cívico Nacional.  

Por último debe señalarse que en todos los procedimientos de re-
forma constitucional antes indicados, si la convocatoria del Cuerpo 
Electoral para la ratificación de las enmiendas coincidiera con alguna 
elección de integrantes de órganos del Estado, los ciudadanos deben 
expresar su voluntad sobre las reformas constitucionales, en documen-
to separado y con independencia de las listas de elección. Cuando las 
reformas se refieran a la elección de cargos electivos, al ser sometidas al 
plebiscito, simultáneamente se debe votar para esos cargos por el sis-
tema propuesto y por el anterior, teniendo fuerza imperativa la deci-
sión plebiscitaria. 

2. La revisión constitucional ejercida por el pueblo (en forma no exclu-
siva) como alternativa entre otros procedimientos 

Salvo el caso del Uruguay donde siempre se requiere la participa-
ción popular para la aprobación de las reformas constitucionales, en 
los otros países latinoamericanos en los cuales se regula la participa-
ción del pueblo en el proceso de revisión constitucional, ello se estable-
ce con excepciones o en paralelo a otros procedimientos de revisión los 
cuales se realizan sin la aprobación popular de las reformas. Es el caso, 
por ejemplo, de Venezuela, Colombia, Paraguay, Guatemala y Costa 
Rica, donde además se regula el funcionamiento de una Asamblea 
Constituyente; y del Perú, Cuba Chile, Ecuador y Panamá, donde 
además se atribuye al órgano legislativo la potestad de aprobar la re-
forma constitucional. En Colombia, además del procedimiento de revi-
sión constitucional mediante referendo, se regula la Asamblea Consti-
tuyente y los Actos Legislativos de reforma constitucional aprobados 
por el Congreso. 
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A. El referendo constitucional y su excepción en el Perú 

La iniciativa de reforma constitucional en el Perú corresponde al 
Presidente de la República, con aprobación del Consejo de Ministros; a 
los congresistas; y a un número de ciudadanos equivalente al cero pun-
to tres por ciento (0.3%) de la población electoral, con firmas compro-
badas por la autoridad electoral  

De acuerdo con el Artículo 206 de la Constitución del Perú, toda 
reforma constitucional debe ser sometida a la consideración del Con-
greso, órgano que debe aprobarla con mayoría absoluta del número 
legal de sus miembros y ratificada mediante referéndum.  

Sin embargo, dispone la misma norma que puede omitirse el refe-
réndum cuando el acuerdo del Congreso se obtenga en dos le-
gislaturas ordinarias sucesivas con una votación favorable, en cada ca-
so, superior a los dos tercios del número legal de congresistas.  

En todo caso, la ley de reforma constitucional no puede ser obser-
vada (objetada) por el Presidente de la República.  

B. El referendo aprobatorio de reformas constitucionales en Co-
lombia 

En el caso de Colombia, como se dijo, el artículo 374 de la Consti-
tución establece que la misma puede ser reformada mediante tres pro-
cedimientos: por el Congreso, mediante la sanción de actos legislativos; 
por una Asamblea Constituyente convocada al efecto o por el pueblo 
mediante referendo. 

En los casos de aprobación de reformas constitucionales por el 
pueblo mediante referendo, la convocatoria al mismo debe realizarse 
en dos casos: en primer lugar, en algunos casos de  reformas aprobadas 
por el Congreso mediante actos legislativos referidas a determinadas 
materias; y en segundo lugar, cuando para ello se produzca una inicia-
tiva gubernamental o popular.  
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En efecto, en primer lugar, el artículo 377 de la Constitución exige 
que deben someterse a referendo las reformas constitucionales aproba-
das por el Congreso mediante acto legislativo, cuando se refieran: 1) a 
los derechos reconocidos en el capitulo 1 del título II de la Constitución 
y a sus garantías, 2) a los procedimientos de participación popular, o 3) 
al Congreso; Y, además, si dentro de los seis meses siguientes a la 
promulgación del acto legislativo, así lo solicita un cinco por ciento de 
los ciudadanos que integren el censo electoral. En este caso, la reforma 
se debe entender derogada por el voto negativo de la mayoría de los 
sufragantes, siempre que en la votación hubiere participado al menos 
la cuarta parte del censo electoral. 

En segundo lugar, conforme al artículo 378 de la Constitución, por 
iniciativa del gobierno o de los ciudadanos en las condiciones estable-
cidas en el artículo 155 de la Constitución, el Congreso, mediante ley 
que requiere la aprobación de la mayoría de miembros de ambas Cá-
maras, puede someter a referendo un proyecto de reforma constitucio-
nal que el mismo Congreso incorpore a la ley. En este caso, el referen-
do debe ser presentado de manera que los electores puedan escoger 
libremente en el temario o articulado qué votan positivamente y qué 
votan negativamente.  

La aprobación de reformas a la Constitución por vía de referendo 
requiere el voto afirmativo de más de la mitad de los sufragantes, y 
que el número de éstos exceda de la cuarta parte del total de ciudada-
nos que integren el censo electoral.  

Conforme al artículo 379 de la Constitución, en todos estos casos 
de actos legislativos, de convocatoria a referendo, o de consulta popu-
lar, los mimos sólo pueden ser declarados inconstitucionales cuando se 
violen los requisitos establecidos en el Título XIII  de la Constitución en 
el cual se regula la reforma constitucional. La acción pública contra es-
tos actos sólo procede dentro del año siguiente a su promulgación, con 
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observancia de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 2 de la propia 
Constitución. 

C. El referendo aprobatorio  de las enmiendas y  reformas consti-
tucionales en Venezuela 

En el caso de Venezuela, la revisión constitucional se puede reali-
zar mediante la adopción de enmiendas y reformas que siempre re-
quieren de la aprobación popular por la vía de referendo, o a través de 
la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente. 

En efecto, en primer lugar, los artículos 340 y 341 de la Constitu-
ción regulan las Enmiendas constitucionales, las cuales deben tener 
por objeto la adición o modificación de uno o varios artículos de esta 
Constitución, sin alterar su estructura fundamental; debiendo tramitar-
se conforme al artículo 341, en la forma siguiente: 

1. La iniciativa puede partir del quince por ciento de los ciuda-
danos inscritos en el Registro Civil y Electoral; o de un treinta por cien-
to de los integrantes de la Asamblea Nacional o del Presidente de la 
República en Consejo de Ministros. 

2. Cuando la iniciativa parta de la Asamblea Nacional, la en-
mienda requiere la aprobación de ésta por la mayoría de sus integran-
tes y se debe discutir, según el procedimiento establecido en esta Cons-
titución para la formación de leyes. 

3. El Poder Electoral debe someter a referendo las enmiendas a 
los treinta días siguientes a su recepción formal. 

4. Se consideran aprobadas las enmiendas de acuerdo con lo es-
tablecido en esta Constitución y en la ley relativa al referendo aproba-
torio. 

5. Las enmiendas deben ser numeradas consecutivamente y se 
deben publicar a continuación de la Constitución sin alterar su texto, 
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pero anotando al pie del artículo o artículos enmendados la referencia 
de número y fecha de la enmienda que lo modificó. 

El Presidente de la República está obligado a promulgar las en-
miendas dentro de los diez días siguientes a su aprobación. Si no lo 
hiciere, se aplicará lo previsto en la Constitución (Art. 346). En este últi-
mo caso, se aplica el artículo 216 de la Constitución, el cual establece la 
obligación del Presidente y de los Vicepresidentes de la Asamblea Na-
cional de promulgar la ley cuando el Presidente de la República no lo 
hiciere en los lapsos respectivos. 

En segundo lugar, en cuanto a las Reformas constitucionales, 
conforme al artículo 342 de la Constitución, las mismas tienen por obje-
to una revisión parcial de la misma y la sustitución de una o varias de 
sus normas que no modifiquen la estructura y principios fundamenta-
les del texto constitucional. 

La iniciativa de la Reforma puede ser tomada por la Asamblea 
Nacional mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus 
integrantes; por el Presidente de la República en Consejo de Ministros; 
o por un número no menor del quince por ciento de los electores inscri-
tos en el Registro Civil y Electoral. 

El artículo 343 de la Constitución regula el trámite de la iniciativa 
de reforma constitucional por la Asamblea Nacional en la forma si-
guiente: 

1. El proyecto de reforma constitucional debe tener una primera 
discusión en el período de sesiones correspondiente a la presentación 
del mismo. 

2. Una segunda discusión por Título o Capítulo, según fuera el 
caso. 

3. Una tercera y última discusión artículo por artículo. 
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4. La Asamblea Nacional debe aprobar el proyecto de reforma 
constitucional en un plazo no mayor de dos años, contados a partir de 
la fecha en la cual conoció y aprobó la solicitud de reforma. 

5. El proyecto de reforma se debe considerar aprobado con el voto 
de las dos terceras partes de los o las integrantes de la Asamblea Nacio-
nal. 

El proyecto de reforma constitucional aprobado por la Asamblea 
Nacional, conforme lo exige el artículo 344 de la Constitución, debe ser 
sometido a referendo dentro de los treinta días siguientes a su sanción. El 
referendo se debe pronunciar en conjunto sobre la reforma, pero puede 
votarse separadamente hasta una tercera parte de ella, si así lo aprobara 
un número no menor de una tercera parte de la Asamblea Nacional o si 
en la iniciativa de reforma así lo hubiere solicitado el Presidente de la Re-
pública o un número no menor del cinco por ciento de los electores ins-
critos en el Registro Civil y Electoral. 

La Reforma constitucional se debe declarar aprobada si el número 
de votos afirmativos es superior al número de votos negativos. La ini-
ciativa de reforma constitucional que no sea aprobada no puede pre-
sentarse de nuevo en un mismo período constitucional a la Asamblea 
Nacional (Art. 345). 

El Presidente de la República está obligado a promulgar las refor-
mas dentro de los diez días siguientes a su aprobación. Si no lo hiciere, 
se aplicará lo previsto en la Constitución (Art. 346). En este caso, igual 
que en las enmiendas, se aplica el artículo 216 de la Constitución. 

D. El referendo aprobatorio de las enmiendas constitucionales en 
Paraguay 

Además del procedimiento para la reforma de la Constitución que 
se atribuye a una Convención Nacional Constituyente, la Constitución 
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del Paraguay regula el procedimiento de la enmienda, que debe ser 
aprobada mediante referendo. 

A tal efecto, el artículo 290 de la Constitución establece que  trans-
curridos tres años de promulgada esta Constitución, podrán realizarse 
enmiendas a iniciativa de la cuarta parte de los legisladores de cual-
quiera de las Cámaras del Congreso, del Presidente de la República o 
de treinta mil electores, en petición firmada.  

El texto íntegro de la enmienda debe ser aprobado por mayoría 
absoluta tanto en la Cámara de origen como en la Cámara revisora. Si 
en cualquiera de las Cámaras no se reuniese la mayoría requerida para 
su aprobación, se debe tener por rechazada la enmienda, no pudiendo 
volver a presentarse dentro del término de un año.  

Aprobada la enmienda por ambas Cámaras del Congreso, su texto 
debe remitirse al Tribunal Superior de Justicia Electoral para que, de-
ntro del plazo de ciento ochenta días, se convoque a un referéndum. Si 
el resultado de este es afirmativo, la enmienda quedará sancionada y 
promulgada, incorporándose al texto constitucional. Si la enmienda es 
derogatoria, no podrá promoverse otra sobre el mismo tema antes de 
tres años.  

No se utilizará el procedimiento indicado de la enmienda, sino el 
de la reforma, para aquellas disposiciones que afecten el modo de elec-
ción, la composición, la duración de mandatos o las atribuciones de 
cualquiera de los poderes del Estado, o las disposiciones de los Capítu-
los I, II, III y IV del Título II, de la Parte I, referidos a derechos y garan-
tías constitucionales, específicamente, el derecho a la vida, el derecho a 
un ambiente sano, el derecho a la protección de la libertad y seguridad 
personales, el derecho a la igualdad, y finalmente, los derechos de la 
familia.  
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E. El referendo aprobatorio de reformas constitucionales sobre 
cuestiones fundamentales en Cuba. 

De acuerdo con el artículo 137 de la Constitución de Cuba, corres-
ponde a la Asamblea Nacional del Poder Popular la aprobación de las 
reformas constitucionales; sin embargo, si la reforma se refiere a la in-
tegración y facultades de la Asamblea Nacional del Poder Popular o de 
su Consejo de Estado o a los derechos y deberes consagrados en la 
Constitución, la misma requiere, además, la ratificación por el voto fa-
vorable de la mayoría de los ciudadanos con derecho electoral, en refe-
rendo convocado al efecto por la propia Asamblea.  

F. La aprobación popular de reformas constitucionales en  deter-
minadas cuestiones constitucionales en Guatemala 

En la Constitución de Guatemala se establecen dos procedimientos 
para las reformas constitucionales según la parte de la Constitución 
que deba ser objeto de la reforma: en primer lugar, si se trata de refor-
mar el artículo 278 (que la regula la misma reforma constitucional) o 
cualesquiera de los artículos  contenidos en el Capítulo I del Título II 
de la Constitución (Capítulo que regula los derechos individuales), la 
reforma debe hacerse mediante una Asamblea Nacional Constituyente; 
y en segundo lugar, si se trata de cualquier otra reforma constitucional, 
conforme al artículo 280 de la Constitución, es  necesario que las re-
formas las apruebe el Congreso de la República con el voto afirmativo 
de las dos terceras partes del total de diputados, pero las mismas sólo 
pueden entrar en vigencia una vez que sean ratificadas mediante la 
consulta popular a que ser refiere el artículo 173 de la Constitución, el 
cual regula el procedimiento consultivo a que deben ser sometidas las 
decisiones políticas de especial trascendencia. 

El mismo artículo 280 dispone que si el resultado de la consulta 
popular fuere de ratificación de la reforma, ésta entrará en vigencia se-
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senta días después que el Tribunal Supremo Electoral anuncie el resul-
tado de la consulta. 

G. El plebiscito aprobatorio de reformas constitucionales en caso 
de desacuerdo entre los poderes del Estado en Chile  

En Chile, los artículos 116 y siguientes de la  Constitución le atri-
buyen en general al Congreso Nacional la potestad de aprobar las re-
formas constitucionales. Ahora bien, una vez aprobado el Proyecto de 
reforma, el mismo debe ser enviado al Presidente de la República para 
su promulgación, quien puede rechazarlo, en cuyo caso, si el Congreso 
insiste en el proyecto, el Presidente debe promulgarlo, a menos que 
consulte a la ciudadanía mediante plebiscito.  

Igualmente, en caso de que el Presidente formule observaciones 
parciales a un proyecto de reforma constitucional aprobado por el 
Congreso, en caso de que ambas Cámaras insistieren en la parte del 
proyecto aprobado por ellas, se debe devolver al Presidente para su 
promulgación la parte del proyecto que haya sido objeto de insistencia, 
salvo que éste consulte a la ciudadanía para que se pronuncie median-
te un plebiscito,  respecto de las cuestiones en desacuerdo.  

Conforme al artículo 119 de la Constitución, la convocatoria a 
plebiscito debe efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquél 
en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por ellas, y se 
debe ordenar mediante decreto supremo en el cual se debe que fijar la 
fecha de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de 
treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de di-
cho decreto. Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a 
plebiscito, se promulgará el proyecto que hubiere aprobado el Congre-
so. 

El decreto de convocatoria debe contener, según corresponda, el 
proyecto aprobado por el Congreso Pleno y vetado totalmente por el 
Presidente de la República, o las cuestiones del proyecto en las cuales 
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el Congreso haya insistido. En este último caso, cada una de las cues-
tiones en desacuerdo deberá ser votada separadamente en el plebiscito.  

El Tribunal Calificador deba comunicar al Presidente de la Repú-
blica el resultado del plebiscito, y debe especificar el texto del proyecto 
aprobado por la ciudadanía, el que debe ser promulgado como refor-
ma constitucional dentro de los cinco días siguientes a dicha comuni-
cación.  Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigen-
cia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se deben 
tender por incorporadas a ésta. 

H. La consulta popular de aprobación de reformas constitucionales 
en caso de urgencia o de abstención del Congreso en Ecuador 

De acuerdo con el artículo 280 de la Constitución Política del 
Ecuador, la misma puede ser reformada por el Congreso Nacional o 
mediante consulta popular.  

El sometimiento a consulta popular de la aprobación de reformas 
constitucionales, conforme al artículo 283 de la Constitución, se puede 
producir cuando así lo haga el Presidente de la República en casos de 
urgencia, los cuales deben ser calificados previamente por el Congreso 
Nacional con el voto de la mayoría de sus integrantes. 

Además, también procede la realización de la consulta popular, 
cuando los proyectos de reforma se presenten ante el Congreso Nacio-
nal y éste no los haya conocido, aprobado o negado en un término de 
ciento veinte días contados a partir del vencimiento del plazo de un 
año, que se establece en el artículo 282 para dar comienzo al segundo 
debate para la aprobación de las reformas (Art. 283). 

En ambos casos se debe poner en consideración del electorado los 
textos concretos de la reforma constitucional los cuales, de ser aproba-
dos, se incorporan inmediatamente a la Constitución. 
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I. La aprobación popular de reformas constitucionales en  caso de 
desacuerdo entre dos legislaturas en Panamá 

El artículo 308 de la Constitución de Panamá establece que a ini-
ciativa de la Asamblea Legislativa, el Consejo de Gabinete o la Corte 
Suprema de Justicia, se puede iniciar el procedimiento de reforma 
constitucional, el cual necesariamente conlleva la consideración y 
aprobación por la Asamblea Legislativa de un Acto Legislativo con 
mayorías calificadas en dos Legislaturas subsiguientes. Si en la segun-
da Legislatura no se producen modificaciones, la reforma se considera 
aprobada; en cambio, si en esa segunda Legislatura se introducen mo-
dificaciones, entonces se requiere la aprobación popular mediante refe-
rendo de la reforma constitucional, sin que en la segunda el proyecto 
de reforma sufra modificación.  

El mismo artículo 308 de la Constitución regula este procedimien-
to al establecer que  la reforma constitucional puede ser aprobada por 
un Acto Legislativo aprobado en tres debates por la mayoría absoluta 
de los miembros de la Asamblea Legislativa, en una legislatura, y 
aprobado igualmente, en tres debates, por mayoría absoluta de los 
miembros de la mencionada Asamblea, en la legislatura inmediata-
mente siguiente. En ésta se puede modificar el texto aprobado en la le-
gislatura anterior.  

El Acto Legislativo aprobado de esta forma debe ser publicado en 
la Gaceta Oficial y sometido a consulta popular directa mediante refe-
réndum que se debe celebrar en la fecha que señale la Asamblea Legis-
lativa, dentro de un plazo que no puede ser menor de tres meses ni ex-
ceder de seis meses, contados desde la aprobación del Acto Legislativo 
por la segunda legislatura.  

El Acto Legislativo aprobado con arreglo al procedimiento señala-
do, empezará a regir a partir de su publicación en la Gaceta Oficial, la 
cual debe hacerse por el Organo Ejecutivo, dentro de los treinta días 
hábiles siguientes a su aprobación mediante referéndum, según fuere 
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el caso, sin que la publicación posterior a dichos plazos sea causa de 
inconstitucionalidad. 

J. La aprobación por referendo en  las reformas parciales por 
acuerdo de la Asamblea Legislativa en Costa Rica. 

En Costa Rica se distinguen dos procedimientos para la  reforma 
constitucional, según se trate de reforma general en cuyo caso se atri-
buye a una Asamblea Nacional Constituyente, o de una reforma par-
cial, que se sigue ante el órgano del Poder legislativo. En este procedi-
miento para la reforma parcial, dispone el artículo 8 de la Constitución 
que de conformidad con el artículo 105 del mismo texto, las reformas 
constitucionales podrán someterse a referéndum después de ser apro-
badas en una legislatura y antes de la siguiente, si lo acuerdan las dos 
terceras partes del total de los miembros de la Asamblea Legislativa. 

III. EL PODER CONSTITUYENTE DERIVADO ATRIBUIDO A ÓR-
GANOS CONSTITUIDOS DEL ESTADO 

Aparte de atribuir directamente el poder constituyente derivado al 
pueblo soberano, otras Constituciones de América latina atribuyen tal 
poder a diversos órganos del Estado, de carácter representativos: sea 
un órgano especialmente concebido para ello, como son las Asambleas 
o Convenciones constituyentes; sea los órganos legislativos del Estado 
(órganos constituidos) mediante procedimientos específicos.  

En efecto, en primer lugar, muchas otras Constituciones regulan el 
poder constituyente derivado atribuyéndolo a una Convención o 
Asamblea Constituyente, sea como procedimiento exclusivo de refor-
ma constitucional como sucede en Argentina; como procedimiento ex-
clusivo para las reformas constitucionales o reformas totales, distintas 
a las enmiendas, como sucede en Bolivia, Costa Rica, Paraguay y Nica-
ragua; como procedimiento exclusivo para la reforma de determinadas 
normas de la Constitución, como sucede en Guatemala; o en combina-
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ción con otros procedimientos de revisión constitucional como el refe-
rendo popular, como sucede en Colombia y Venezuela. 

En segundo lugar, otras Constituciones atribuyen el ejercicio del 
poder constituyente derivado a los órganos que ejercen el Poder Legis-
lativo, como los Congresos o Asambleas legislativas, en algunos casos 
en forma exclusiva, como sucede  El Salvador, y como también sucede 
en México pero combinando la participación de los órganos legislati-
vos Federal y de los Estados federados; y en otros casos, como alterna-
tiva de reforma respecto de otros procedimientos como el referendo, 
como sucede en Panamá, Colombia, Cuba, Chile y Ecuador; o como la 
Asamblea Constituyente, como sucede en Bolivia, Colombia, Costa Ri-
ca y Nicaragua. En todo caso, además, sean cuales fueren los procedi-
mientos de revisión constitucional, en una u otra forma siempre tienen 
participación los órganos de representación popular. 

1. El poder de revisión constitucional ejercido por una Asamblea o 
Convención Constituyente 

En muchos países de América Latina, como se ha dicho,  se ha re-
gulado el poder constituyente derivado atribuyendo su ejercicio con-
forme a la Constitución, a una Convención o Asamblea Constituyente, 
sea como procedimiento exclusivo de reforma constitucional como su-
cede en Argentina; como procedimiento exclusivo para las reformas 
constitucionales o reformas totales, distintas a las enmiendas, como su-
cede en Bolivia, Costa Rica, Paraguay y Nicaragua; como procedimien-
to exclusivo para la reforma de determinadas normas de la Constitu-
ción, como sucede en Guatemala; o en combinación con otros procedi-
mientos de revisión constitucional como el referendo popular, como 
sucede en Colombia y Venezuela. 
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A.  La revisión constitucional ejercida exclusivamente por una 
Asamblea o Convención Constituyente 

a. La Asamblea Constituyente con competencia exclusiva en 
toda reforma constitucional: La Convención Constituyen-
te de Argentina  

En Argentina, la Constitución puede reformarse en todo o en 
cualquiera de sus partes. Para ello el artículo 30 de la misma, establece 
dos fases que deben cumplirse: primero, tiene que producirse una de-
claratoria de la necesidad de reforma por el Congreso con el voto de 
dos terceras partes, al menos, de sus miembros; y segundo, una vez 
que se produce tal declaratoria, la reforma sólo puede efectuarse por 
una Convención convocada al efecto. 

b. La Asamblea Constituyente con competencia exclusiva 
para reformas constitucionales (distintas a las enmiendas) 

a’. La Asamblea Constituyente en Bolivia 

En la reforma constitucional efectuada en febrero de 2004 en Boli-
via, se creó la figura dela Asamblea Constituyente como uno de los 
medios mediante los cuales el pueblo delibera y gobierna (Art.4); esta-
bleciéndose específicamente como potestad privativa de la misma la 
“reforma total de la Constitución Política del Estado” (Art.232).Atal 
efecto, la Asamblea Constituyente debe ser convocada por Ley Especial 
de convocatoria, en la cual se deben senalar las formas y modalidades 
de la elección de los constituyentes, debiendo ser sancionada por dos 
tercios de votos de los miembros presentes en el Congreso Nacional. 
Dicha Ley  y no puede ser vetada por el Presidente de la República.  
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b’. La Asamblea Constituyente de Costa Rica para las 
reformas generales 

En Costa Rica, el artículo  196 de la Constitución dispone expre-
samente que la reforma general de la Constitución, sólo puede hacerse 
por una Asamblea Constituyente convocada al efecto. Tal convocatoria 
debe hacerse mediante una ley aprobada por votación no menor de dos 
tercios del total de los miembros de la Asamblea Legislativa y no re-
quiere sanción del Poder Ejecutivo. 

  c’. La Convención Nacional Constituyente de Paraguay 
para las reformas constitucionales 

La Constitución de Paraguay distingue entre la reforma y la en-
mienda como procedimientos para la revisión constitucional, atribu-
yendo la primera a una Convención Nacional Constituyente, y la se-
gunda a la aprobación por referendo. 

En cuanto al procedimiento de la reforma mediante Convención 
Nacional Constituyente, el mismo debe utilizarse necesariamente para 
la reforma de aquellas disposiciones que afecten el modo de elección, 
la composición, la duración de mandatos a las atribuciones de cual-
quiera de los poderes del Estado, o las disposiciones de los Capítulos I, 
II, III y IV del Título II, de la Parte I, referidos a derechos y garantías 
constitucionales, específicamente, el derecho a la vida, el derecho a un 
ambiente sano, el derecho a la protección de la libertad y seguridad 
personales, el derecho a la igualdad, y finalmente, los derechos de la 
familia.  

Ahora bien, dispone el artículo 289 de la Constitución que la re-
forma sólo procede luego de diez años de la promulgación de la Cons-
titución; y la pueden solicitar el veinticinco por ciento de los legislado-
res de cualquiera de las Cámaras del Congreso, el Presidente de la Re-
pública o treinta mil electores, en petición firmada. Se requiere, sin 
embargo, una declaración de la necesidad de la reforma que debe ser 
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aprobada por mayoría absoluta de dos tercios de los miembros de cada 
Cámara del Congreso.  

Una vez decidida la necesidad de la reforma, el Tribunal Superior 
de Justicia Electoral debe llamar a elecciones de una Convención Na-
cional Constituyente dentro del plazo de ciento ochenta días, en comi-
cios generales que no coincidan con ningún otro.  

El número de miembros de la Convención Nacional Constituyente 
no puede exceder del total de los integrantes del Congreso; y sus con-
diciones de elegibilidad, así como la determinación de sus incompatibi-
lidades, deben ser fijadas por ley. Los convencionales tendrán las mis-
mas inmunidades establecidas para los miembros del Congreso.  

Sancionada la nueva Constitución por la Convención Nacional 
Constituyente, queda promulgada de pleno derecho.  

  d’. La Asamblea Nacional Constituyente para la reforma 
total de la Constitución en Nicaragua 

La Constitución de Nicaragua establece dos procedimientos de re-
forma constitucional, según se trate de reformas parciales o totales. Las 
reformas parciales se atribuyen a la Asamblea Nacional, así como la 
potestad para conocer y resolver sobre la iniciativa de reforma total de 
la misma con el voto de la mitad más uno de los diputados de la 
Asamblea Nacional (Art. 191). 

 El artículo 193 de la Constitución dispone que la iniciativa de re-
forma total corresponde a la mitad más uno de los diputados de la 
Asamblea Nacional (Art. 191), y su aprobación requiere el voto de los 
dos tercios del total de los diputados (Art. 192).  

Una vez aprobada la iniciativa de reforma total, la Asamblea Na-
cional debe fijar un plazo para la convocatoria de elecciones de Asam-
blea Nacional Constituyente. La Asamblea Nacional conserva su man-
dato hasta la instalación de la nueva Asamblea Nacional Constituyen-
te.   
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En todo caso, dispone expresamente el artículo 194 de la Constitu-
ción, que “mientras no se apruebe por la Asamblea Nacional Constitu-
yente la nueva Constitución, seguirá en vigencia la presente Constitu-
ción”.  

c. La Asamblea Constituyente con competencia exclusiva en 
determinadas materias de reformas constitucionales.  

a’.  La Asamblea Nacional Constituyente de Guatemala 

De acuerdo con el artículo 277 de la Constitución, tienen iniciativa 
para proponer reformas a la Constitución el Presidente de la República 
en Consejo de Ministros; diez o más diputados al Congreso de la Re-
pública; la Corte de Constitucionalidad; y el pueblo mediante petición 
dirigida al Congreso de la República, por no menos de cinco mil ciu-
dadanos debidamente empadronados por el Registros de Ciudadanos. 

La competencia para resolver sobre las reformas constitucionales 
se atribuye en la Constitución, según los artículos constitucionales a 
reformar, tanto al Congreso con aprobación popular como a una 
Asamblea Nacional Constituyente. 

En particular, cuando se trate de la reforma del artículo 278 (que 
regula precisamente la Asamblea Nacional Constituyente) así como de 
cualquier artículo de los contenidos en el Capítulo I del Título II de la 
Constitución (que se refieren a los derechos individuales), es indispen-
sable que el Congreso de la República, con el voto afirmativo de las dos 
terceras partes de los miembros que lo integran, convoque a una 
Asamblea Nacional Constituyente.  

En el decreto de convocatoria el Congreso debe señalar el artículo 
o los artículos que hayan de revisarse y se comunicar al Tribunal Su-
premo Electoral para que fije la fecha en que se deban llevar a cabo las 
elecciones dentro del plazo máximo de ciento veinte días, procedién-
dose en lo demás conforme a la Ley Electoral Constitucional.  



 33 

El artículo 279 de la Constitución precisa que las calidades reque-
ridas para ser diputado a la Asamblea Nacional Constituyente son las 
mismas que se exigen para ser Diputado al Congreso y los diputados 
constituyentes gozarán de iguales inmunidades y prerrogativas. Sin 
embargo, no se puede ser simultáneamente diputado a la Asamblea 
Nacional Constituyente y al Congreso de la República. Las elecciones 
de diputados a la Asamblea Nacional Constituyente, el número de di-
putados a elegir y las demás cuestiones relacionadas, con el proceso 
electoral se normarán en igual forma que las elecciones al Congreso de 
la República.  

En cuanto al funcionamiento de la Asamblea Nacional Constitu-
yente, conforme se establece en el mismo artículo 279 de la Constitu-
ción, “la Asamblea Nacional Constituyente y el Congreso de la Repú-
blica podrán funcionar simultáneamente”. 

b’. La Asamblea Nacional Constituyente en Venezuela 
para transformar el Estado y crear un nuevo orde-
namiento jurídico. 

En Venezuela y en la misma orientación de la experiencia colom-
biana de 1991, en 1999 se sometió a referendo consultivo el tema de la 
convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente como instru-
mento de revisión constitucional, sin que el texto de la Constitución 
vigente de 1961 regulara en forma alguna dicho procedimiento de revi-
sión constitucional. En todo caso, al igual que en Colombia, luego de 
un intenso debate sobre el tema y de decisiones de la jurisdicción cons-
titucional, la Asamblea Nacional Constituyente fue electa, y en el texto 
de la Constitución que sancionó y que fue sometida a un referendo 
aprobatorio, se reguló expresamente este procedimiento de revisión 
constitucional, paralelamente a los de la Enmienda y la Reforma con 
referendos aprobatorios. 

En efecto, el artículo 347 de la Constitución comienza por precisar 
que “el pueblo de Venezuela es el depositario del poder constituyente 
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originario” y que “en ejercicio de dicho poder”, el pueblo  “puede con-
vocar una Asamblea Nacional Constituyente con el objeto de transfor-
mar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una 
nueva Constitución”. Con esta declaración expresa, la Constitución de 
1999 eliminó toda discusión sobre si la Asamblea Nacional Constitu-
yente, una vez electa, pudiese o no asumir el poder constituyente ori-
ginario o sólo tendría un poder constituyente derivado. Esta discusión 
en cambio fue la que precisamente presidió el funcionamiento de la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1999, la cual se arrogó tal poder 
constituyente originario, dando entonces un golpe de Estado. El texto 
constitucional que sancionó, en cambio, eliminó toda posibilidad de 
que la Asamblea Nacional Constituyente usurpe el poder constituyente 
originario que sólo lo tiene el pueblo. 

Ahora bien, conforme al artículo 348 de la Constitución, la iniciati-
va para la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente la 
puede tomar el Presidente de la República en Consejo de Ministros; la 
Asamblea Nacional, mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus 
integrantes; los Concejos Municipales en cabildo, mediante el voto de 
las dos terceras partes de los mismos; o el quince por ciento de los elec-
tores inscritos en el Registro Civil y Electoral. 

Durante su funcionamiento como mecanismo de revisión constitu-
cional con el único objeto “de transformar el Estado, crear un nuevo 
ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución” (Art. 347), 
“los poderes constituidos no podrán en forma alguna impedir las deci-
siones de la Asamblea Nacional Constituyente” (Art. 349). 

Por otra parte, dispone el artículo 349 de la Constitución, que el  
Presidente de la República no puede objetar la nueva Constitución; la 
cual una vez promulgada, debe publicarse en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela o en la Gaceta de la Asamblea Na-
cional Constituyente. 
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B. La Asamblea Constituyente con competencia (no exclusiva) al-
ternativa entre otros procedimientos de revisión constitucional: la 
Asamblea Constituyente en Colombia. 

La Constitución colombiana de 1991, producto de una Asamblea 
Constituyente que en su momento fue convocada sin que dicho poder 
constituyente estuviese regulado expresamente en la Constitución, ha 
regulado en cambio, en forma expresa y como alternativa para la revi-
sión constitucional, además del referendo aprobatorio y de los actos 
legislativos emanados del Congreso, el procedimiento a través de una 
Asamblea Constituyente. 

En efecto, el artículo 376 de la Constitución dispone que mediante 
ley aprobada por mayoría de los miembros de una y otra cámara del 
Congreso, éste puede disponer que el pueblo en votación popular de-
cida si convoca una asamblea constituyente con la competencia, el pe-
ríodo y la composición que la misma ley determine.  

Se debe entender que el pueblo convoca la asamblea, si así lo 
aprueba, cuando menos, una tercera parte de los integrantes del censo 
electoral. En tal caso, la asamblea debe ser elegida por el voto directo 
de los ciudadanos, en acto electoral que no puede coincidir con otro. 

En este caso de convocatoria de una Asamblea Constituyente para 
la revisión constitucional, entonces la Asamblea asume en exclusiva el 
poder constituyente derivado, por lo que a partir de su elección queda 
en suspenso la facultad ordinaria del Congreso para reformar la 
Constitución durante el término señalado para que la asamblea cum-
pla sus funciones.  

La asamblea una vez electa e instalada debe adoptar su propio re-
glamento.  

En este caso del acto de convocación de la asamblea constituyente, 
el artículo 379 de la Constitución establece que el mismo sólo puede ser 
declarado inconstitucional cuando se violen los requisitos establecidos 
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en el Título VIII en cual se regula la reforma constitucional, procedien-
do la acción pública contra el mismo dentro del año siguiente a su 
promulgación, con observancia de lo dispuesto en el artículo 241 nu-
meral 2 de la Constitución (potestad de la Corte Constitucional de de-
cidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitu-
cionalidad de la convocatoria a un referendo o a una asamblea consti-
tuyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimien-
to en su formación).  

2. El poder de revisión constitucional ejercido por los órganos del poder 
legislativo del Estado 

Por último, otras Constituciones atribuyen el ejercicio del poder 
constituyente derivado al órgano que ejerce el Poder Legislativo, en 
algunos casos en forma exclusiva como sucede en  El Salvador, y como 
también sucede en México pero combinando la participación de los ór-
ganos legislativos federal y de los Estados federados; y en otros casos, 
como alternativa de reforma respecto de otros procedimientos como el 
referendo, como sucede en Panamá, Colombia, Cuba, Chile y Ecuador; 
o como la Asamblea Constituyente, como sucede en Bolivia, Colombia, 
Costa Rica y Nicaragua. 

A. La revisión constitucional ejercida exclusivamente por el  órga-
no del Poder Legislativo  

a. La competencia exclusiva del órgano legislativo nacional 

 a’. La reforma constitucional por la Asamblea Legisla-
tiva en El Salvador 

De acuerdo con lo que se establece en el artículo 248 de la Consti-
tución de El Salvador, la reforma de la misma puede acordarse por la 
Asamblea Legislativa, únicamente a propuesta de al menos diez  Dipu-
tados; y con el voto de la mitad más uno de los Diputados electos. Sin 
embargo, para que tal reforma pueda decretarse deberá ser ratificada 
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por la siguiente Asamblea Legislativa con el voto de los dos tercios de 
los Diputados electos. Así ratificada, se emitirá el decreto correspon-
diente, el cual se mandará a publicar en el Diario Oficial. 

 b’. La reforma constitucional por el Congreso Nacional 
en la República Dominicana 

 El artículo 116 de la Constitución de la República Dominicana es-
tablece el método para la reforma constitucional, indicando que la pro-
posición de la misma se debe presentar en el Congreso Nacional con el 
apoyo de la tercera parte de los miembros de una u otra Cámara, o si es 
sometida por el Poder Ejecutivo.  

Una vez presentado el proyecto de reforma, conforme al artículo 
117, el Congreso debe declarar la necesidad de la reforma por una ley, 
mediante la cual se ordenará la reunión de la Asamblea Nacional, se 
determinará el objeto de la reforma y se indicarán los artículos de la 
Constitución sobre los cuales versará la reforma. Esta ley no puede ser 
observada por el Poder Ejecutivo. 

Para resolver acerca de las reformas propuestas, el artículo 118 
dispone que la Asamblea Nacional se debe reunir dentro de los quince 
días siguientes a la publicación de la ley que declare la necesidad de la 
reforma, con la presencia de más de la mitad de los miembros de cada 
una de las Cámaras. Por excepción de lo dispuesto en el artículo 27 
constitucional, en este caso las decisiones se deben tomar por la mayo-
ría de las dos terceras partes de los votos.  

Una vez votadas y proclamadas las reformas por la Asamblea Na-
cional, la Constitución debe ser publicada íntegramente con los textos 
reformados. 

c’ . La enmienda constitucional por el Congreso Na-
cional en Brasil 

En Brasil, la Constitución sólo puede ser enmendada por el Con-
greso Nacional, como parte del ”proceso legislativo”(Art. 59).; pero 
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ninguna enmienda puede ser aprobada bajo la  vigencia de interven-
ción federal, del estado de defensa o del estado de sitio (Art. 60, .§ 1º)  

La propuesta de enmienda puede ser presentada conforme lo in-
dica el artículo 60 de la Constitución: I. De un tercio, al menos, de los 
miembros de la Cámara de los Diputados o del Senado Federal; II. Del 
Presidente de la República; III. De más de la mitad de las Asambleas 
Legislativas de las unidades de la Federación, manifestándose, cada 
una de ellas, por mayoría relativa de sus miembros.  

La propuesta debe ser discutida y votada en cada Cámara del 
Congreso Nacional, dos veces, considerándose aprobada si se obtuvie-
ra, en ambas, tres quintos de los votos de los respectivos miembros 
(Art.60 § 2º).  

La enmienda a la Constitución será promulgada por las Mesas de 
las Cámara de los Diputados y del Senado Federal, con el respectivo 
número de orden (Art. 60 § 3º).   

La materia objeto de propuesta de enmienda rechazada o conside-
rada inoperante no podrá ser objeto de nueva propuesta en la misma 
sesión legislativa (Art. 60 § 5º). 

b.  La competencia exclusiva de los  órganos del Poder Legis-
lativo Federal y de los poderes legislativos estadales (sub 
nacionales): México 

La Constitución de México es la única de las Constituciones de los 
Estados con forma federal de América Latina que establece la necesi-
dad de que las reformas constitucionales además de ser aprobadas por 
el Congreso federal, sean también aprobadas por las Asambleas Legis-
lativas de los Estados federados. 

En efecto, el artículo 135 de la Constitución de 1917 dispone que la 
misma puede ser adicionada o reformada; pero para que dichas adi-
ciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el 
Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los in-
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dividuos presentes, acuerde las reformas o adiciones, y que éstas sean 
aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados. El Congre-
so de la Unión o la Comisión Permanente en su caso deben hacer el 
cómputo de los votos de las legislaturas y la declaración de haber sido 
aprobadas las adiciones o reformas. 

B. La competencia (no exclusiva) del órgano del Poder Legislativo 
en materia de reforma constitucional como alternativa entre otros 
procedimientos de revisión  

a.  La aprobación por el órgano legislativo como alternativa 
con el referendo o la consulta popular  

a’. La reforma constitucional por la Asamblea Legislati-
va en Panamá  

Como se dijo, en Panamá se regulan dos procedimientos de re-
forma constitucional, uno de los cuales conlleva la participación popu-
lar mediante referendo aprobatorio cuando en la discusión de la re-
forma en las dos legislaturas de la Asamblea Legislativa se produzcan 
modificaciones en la segunda. 

En caso contrario, con la sólo participación del órgano legislativo 
se puede reformar la Constitución, conforme al siguiente procedimien-
to que se regula en el artículo 308 de la Constitución: 

La iniciativa para proponer reformas constitucionales corresponde 
a la Asamblea Legislativa, al Consejo de Gabinete o a la Corte Suprema 
de Justicia, y las reformas pueden ser aprobadas por  un Acto Legisla-
tivo aprobado en tres debates por la mayoría absoluta de los miembros 
de la Asamblea Legislativa, el cual debe ser publicado en la Gaceta Ofi-
cial y transmitido por el Organo Ejecutivo a dicha Asamblea, dentro de 
los primeros cinco días de las sesiones ordinarias siguientes a las elec-
ciones para la renovación del órgano Legislativo, a efecto de que, en 
esta última legislatura, sea nuevamente debatido y aprobado sin modi-
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ficación, en un solo debate, por la mayoría absoluta de los miembros 
que la integran.  

El Acto Legislativo así aprobado empieza a regir a partir de su 
publicación en la Gaceta oficial, la cual debe hacerse por el Organo Eje-
cutivo, dentro de los diez días hábiles que siguen a su ratificación por 
parte de la Asamblea Legislativa, sin que la publicación posterior a di-
chos plazos sea causa de inconstitucionalidad. 

b’. Las reformas constitucionales por la Asamblea del 
Poder Popular en Cuba 

El principio general conforme al artículo 137 de la Constitución de  
Cuba es que  la Constitución solo puede ser reformada por la Asam-
blea Nacional del Poder Popular mediante acuerdo adoptado, en vota-
ción nominal, por una mayoría no inferior a las dos terceras partes del 
número total de sus integrantes. 

Como se ha dicho, sin embargo, sólo si la reforma se refiere a la in-
tegración y facultades de la Asamblea Nacional del Poder Popular o de 
su Consejo de Estado o a derechos y deberes consagrados en la Consti-
tución, se requiere, además, la ratificación por el voto favorable de la 
mayoría de los ciudadanos con derecho electoral, en referendo convo-
cado al efecto por la propia Asamblea.  

c’. Las reformas constitucionales por el Congreso Na-
cional en Chile 

El artículo 116 de la Constitución de Chile establece que los pro-
yectos de reforma de la Constitución pueden ser iniciados por mensaje 
del Presidente de la República o por moción de cualquiera de los 
miembros del Congreso Nacional, con las limitaciones señaladas en el 
inciso primero del artículo 62 (dependiendo de la materia a tratar la 
discusión tendrá origen en la Cámara de Diputados o en la Cámara del 
Senado).  
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El proyecto de reforma necesita para ser aprobado en cada cámara 
el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senado-
res en ejercicio. Sin embargo, si la reforma recayere sobre los capítulos 
I, III, VII, X, XI o XIV, referidos éstos a las bases de la institucionalidad, 
los derechos constitucionales, el Tribunal Constitucional, las Fuerzas 
Armadas, de Orden y Seguridad Pública, el Consejo de Seguridad Na-
cional y el procedimiento de reforma constitucional, respectivamente,  
necesitará, en cada Cámara, la aprobación de las dos terceras partes de 
los diputados y senadores en ejercicio. El sistema de urgencia será apli-
cable a los proyectos de reforma constitucional.  

A los efectos de la discusión, conforme al artículo 117, las dos Cá-
maras, reunidas en Congreso Pleno, serán convocadas por el Presiden-
te del Senado a una sesión pública, que se celebrará no antes de treinta 
ni después de sesenta días contados desde la aprobación de un proyec-
to  en la forma señalada en el artículo anterior, en la que, con asistencia 
de la mayoría del total de  sus miembros,  tomarán conocimiento de él 
y procederán a votarlo sin debate.  

Si a la hora señalada no se reuniere la mayoría del total de los 
miembros del Congreso, la sesión se verificará el mismo día, a una 
hora posterior que el Presidente del Senado haya fijado en la convoca-
toria, con los diputados y senadores que asistan.  

El proyecto que apruebe la mayoría del Congreso Pleno pasará al 
Presidente de la República. Si el Presidente de la República rechazare 
totalmente un proyecto de reforma aprobado por el Congreso y éste 
insistiere en su totalidad por las dos terceras partes de los miembros en 
ejercicio de cada Cámara, el Presidente deberá promulgar dicho pro-
yecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito.  

Si el Presidente observare parcialmente un proyecto de reforma 
aprobado por el Congreso, las observaciones se entenderán aprobadas 
con el voto conforme de las tres quintas o dos terceras partes de los 
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miembros en ejercicio de cada Cámara, según corresponda de acuerdo 
con el artículo 116 y se devolverá al Presidente para su promulgación.  

En caso de que las Cámaras no aprueben todas o algunas de las 
observaciones del Presidente, no habrá reforma constitucional sobre los 
puntos en discrepancia, a menos que ambas Cámaras insistieren por 
los dos tercios de sus miembros en ejercicio en la parte del proyecto 
aprobado por ellas. En este último caso, se devolverá al Presidente la 
parte del proyecto que haya sido objeto de insistencia para su promul-
gación, salvo que éste consulte a la ciudadanía para que se pronuncie 
mediante un plebiscito,  respecto de las cuestiones en desacuerdo.    

La ley orgánica constitucional relativa al Congreso regulará en lo 
demás lo concerniente a los vetos de los proyectos de reforma y a su 
tramitación en el Congreso.  

d’. Las reformas constitucionales por el Congreso Na-
cional en Ecuador 

De acuerdo con el artículo 280 de la Constitución de Ecuador, la 
Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso Nacional o 
mediante consulta popular. 

En cuanto a las reformas aprobadas por el Congreso Nacional, el 
artículo 281 dispone que los proyectos de reforma constitucional pue-
den presentarse ante el Congreso Nacional por: un número de diputa-
dos equivalente al veinte por ciento de sus integrantes o un bloque le-
gislativo; el Presidente de la República; la Corte Suprema de Justicia; el 
Tribunal Constitucional, o un número de personas en ejercicio de los 
derechos políticos, cuyos nombres consten en el padrón electoral, y que 
equivalga al uno por ciento de los inscritos en él. 

Conforme al artículo 282, el Congreso Nacional debe conocer y 
discutir los proyectos de reforma constitucional, mediante el mismo 
trámite previsto para la aprobación de las leyes. Sin embargo, el se-
gundo debate, en el que se requerirá del voto favorable de las dos ter-
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ceras partes de la totalidad de miembros del Congreso, no podrá efec-
tuarse sino luego de transcurrido un año a partir de la realización del 
primero. Una vez aprobado el proyecto, el Congreso lo debe remitir al 
Presidente de la República para su sanción u objeción, conforme a las 
disposiciones de esta Constitución. 

e’. Las reformas constitucionales parciales por la Asam-
blea Nacional en Nicaragua 

Conforme se establece en el artículo 191 de la Constitución de Ni-
caragua, la Asamblea Nacional está facultada para reformar parcial-
mente la Constitución Política y para conocer y resolver sobre la inicia-
tiva de reforma total de la misma. El mismo procedimiento debe apli-
carse para la reforma de las leyes constitucionales (Electoral, de Emer-
gencia y de Amparo conforme al artículo 185), con la excepción del re-
quisito de las dos legislaturas (Art. 195).  

La iniciativa de reforma parcial corresponde al Presidente de la 
República o a un tercio de los diputados de la Asamblea Nacional, y 
conforme al artículo 192, debe señalar el o los artículos que se preten-
den reformar con expresión de motivos. Tal iniciativa debe ser enviada 
a una comisión especial que dictaminará en un plazo no mayor de se-
senta días. El proyecto de reforma debe recibir a continuación el trámi-
te previsto para la formación de la ley, y debe ser discutida en dos le-
gislaturas.  

La aprobación de la reforma parcial requiere del voto favorable 
del sesenta por ciento de los diputados. El Presidente de la República 
debe promulgar la reforma parcial y en éste caso no puede ejercer el 
derecho al veto (Art. 194).  
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b.  La aprobación por el órgano legislativo como alternativa 
con el la Asamblea Constituyente o con referendo  

a’. La enmienda constitucional por las Cámaras Legisla-
tivas en Bolivia 

La Constitución de Bolivia, además de regular la reforma total 
mediante una Asamblea Constituyente, establece el procedimiento pa-
ra la reforma parcial o enmienda, atribuyendo a las Cámaras de Dipu-
tados y de Senadores el poder constituyente conforme al siguiente pro-
cedimiento que se regula en los artículos 230 a 33 del texto fundamen-
tal. 

La iniciativa de la reforma parcial conforme al artículo 230 corres-
ponde a las Cámaras, mediante la previa declaración de la necesidad 
de la reforma, la cual debe determinarse con precisión en una ley ordi-
naria aprobada por dos tercios de los miembros presentes en cada una 
de las Cámaras. Esta ley, a su vez, puede ser iniciada en cualquiera de 
las Cámaras, en la forma establecida por esa Constitución para el pro-
ceso de formación de las leyes (artículos 71 y siguientes). Una vez san-
cionada la ley de declaración de la necesidad de la reforma, la misma 
debe ser enviada al Ejecutivo para su promulgación, sin que éste pueda 
vetarla.  

La Ley de declaratoria de la necesidad de la reforma, que contiene 
el proyecto de la misma, conforme lo dispone el artículo 231 de la 
Constitución, debe entonces ser considerada y discutida en las prime-
ras sesiones de la legislatura de un nuevo período constitucional por la 
Cámara que proyectó la reforma y, si ésta fuere aprobada por dos ter-
cios de votos, se pasará a la otra para su revisión, la que también re-
querirá dos tercios; siguiéndose en los demás trámites los mismos que 
la Constitución señala para las relaciones entre las dos Cámaras.  

En todo caso, las cámaras deliberarán y votarán las reformas ajus-
tándolas a las disposiciones que determinen la Ley Declaratoria de 
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aquella. La reforma sancionada pasará al Ejecutivo para su promulga-
ción, sin que el Presidente de la República pueda observarla. Cuando 
la enmienda sea relativa al período constitucional del Presidente o Vi-
cepresidente de la República, entrará en vigencia sólo en el siguiente 
período constitucional (Art. 233).  

b’. La reforma de la Constitución por Acto Legislativo 
en Colombia  

Como se ha dicho, en Colombia se regulan tres procedimientos al-
ternativos de reforma constitucional; mediante referendo, mediante 
una Asamblea Constituyente o mediante Acto Legislativo emanado del 
Congreso. 

En este último caso, dispone el artículo 375 de la Constitución, que 
el gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los 
concejales o de los diputados y los ciudadanos en un número equiva-
lente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente, pueden 
presentar ante el Congreso proyectos de Actos Legislativos para la re-
forma constitucional.  

El trámite del proyecto debe tener lugar en dos períodos ordina-
rios y consecutivos. Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de 
los asistentes, el proyecto será publicado por el gobierno. En el segun-
do período la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miem-
bros de cada cámara. En este segundo período sólo podrán debatirse 
iniciativas presentadas en el primero.  

Conforme al artículo 379, los actos legislativos sólo pueden ser de-
clarados inconstitucionales cuando se violen los requisitos establecidos 
en el Título XIII de la Constitución (todo el procedimiento de reforma 
constitucional). Además, se establece que la acción pública contra estos 
actos sólo procede dentro del año siguiente a su promulgación, con ob-
servancia de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 2 de la Constitu-
ción (potestad de la Corte Constitucional de decidir, con anterioridad 
al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convoca-
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toria a un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la 
Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación). 

c’. Las reformas parciales por la Asamblea Legislativa 
en Costa Rica 

En Costa Rica, como se dijo, se distinguen dos tipos de procedi-
mientos para la reforma constitucional según se trate de reformas ge-
nerales o parciales. En el primer caso debe convocarse una Asamblea 
Constituyente; y en el segundo caso, el poder constituyente se atribuye 
a la Asamblea legislativa. 

En efecto, el artículo 195 de la Constitución dispone que la Asam-
blea Legislativa podrá reformar parcialmente la Constitución con abso-
luto arreglo a las siguiente disposiciones: 

1. La proposición para reformar uno o varios artículos debe ser 
presentada a la Asamblea Legislativa en sesiones ordinarias, firmada al 
menos por diez diputados o por el cinco por ciento (5%) como mínimo, 
de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral;  

2. Esta proposición debe ser leída por tres veces con intervalos 
de seis días, para resolver si se admite o no a discusión;  

3.  En caso afirmativo, la proposición debe pasar a una comisión 
nombrada por mayoría absoluta de la Asamblea, para que dictamine 
en un término de hasta veinte días hábiles.  

4. Presentado el dictamen, se debe proceder a su discusión por 
los trámites establecidos para la formación de las leyes; pero dicha re-
forma debe aprobarse por votación no menor de los dos tercios del to-
tal de los miembros de la Asamblea;  

5. Acordado que procede la reforma, la Asamblea debe preparar 
el correspondiente proyecto, por medio de una Comisión, bastando en 
este caso la mayoría absoluta para aprobarlo;  
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6. El mencionado proyecto debe entonces pasar al Poder Ejecu-
tivo; y éste lo debe enviar a la Asamblea con el Mensaje Presidencial al 
iniciarse la próxima legislatura ordinaria, con sus observaciones, o re-
comendándolo;  

7. La Asamblea Legislativa, en sus primeras sesiones, debe dis-
cutir el proyecto en tres debates, y si lo aprobare por votación no me-
nor de dos tercios de votos del total de los miembros de la Asamblea, 
entonces formará parte de la Constitución, y se comunicará al Poder 
Ejecutivo para su publicación y observancia.  

IV. LOS LÍMITES AL PODER CONSTITUYENTE DERIVADO Y EL 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD 

Como puede apreciarse de lo antes expuesto, los procedimientos 
para la revisión o reforma constitucional en América Latina se han re-
gulado en el propio texto de las Constituciones, por lo que el poder 
constituyente derivado está sujeto a límites constitucionales, sea que se 
ejerza directamente por el pueblo o por órganos constituidos del Esta-
do.  

Estos límites son, en primer lugar, los límites que derivan de las 
propias regulaciones constitucionales en cuanto al procedimiento de 
revisión constitucional; en segundo lugar, los límites que derivan de 
las denominadas cláusulas pétreas o inmodificables; en tercer  lugar, 
los límites que derivan del funcionamiento de los órganos constituidos 
del Estado durante del proceso de reforma o enmienda constitucional; 
en cuarto lugar, los límites derivados de circunstancias excepcionales; 
y en quinto lugar, los límites temporales. 

Siendo límites constitucionales establecidos al poder constituyente 
derivado, dado el principio de la supremacía constitucional que rige en 
todas las Constituciones latinoamericanas, los mismos deberían estar 
sujetos a control de constitucionalidad por las respectivas Jurisdiccio-
nes Constitucionales. La única excepción de principio, se podría plan-
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tear en los casos de aprobación de las reformas o enmiendas mediante 
referendo o consulta popular, en cuyo caso podría considerarse que 
priva el principio de la soberanía popular sobre el de la supremacía 
constitucional. Pero incluso en estos casos, si existe disposición expresa 
de la Constitución, como sucede en Colombia, el control de constitu-
cionalidad procedería por vicios de procedimiento en la formación de 
los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen 
(art. 241,1). 

1.  Los límites adjetivos constitucionales  

En primer lugar, tal como se ha analizado detalladamente con an-
terioridad, las Constituciones han establecido precisos procedimientos 
que debe seguir el poder constituyente derivado para la revisión cons-
titucional, los cuales se constituyen en límites constitucionales adjeti-
vos o procedimientales para la revisión constitucional.  

La consecuencia lógica de estas regulaciones y del sometimiento a 
la Constitución es que el cumplimiento de dichos procedimientos de 
reforma o enmienda constitucional, dado el principio de la supremacía 
constitucional, debe estar sujeto a control de constitucionalidad por 
parte de los órganos de la Jurisdicción Constitucional, el cual en mu-
chas Constituciones latinoamericanas incluso se establece expresamen-
te.  

Es el caso, por ejemplo, de la Constitución de Colombia, cuyo artí-
culo 241 atribuye a la Corte Constitucional la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, y en particular de los procedimientos para 
la revisión constitucional, asignándole en particular competencia para:  

1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que 
sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación.  

2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucio-
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nalidad de la convocatoria a un referendo o a una asamblea constituyente pa-
ra reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación.  

3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las 
consultas populares y plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vi-
cios de procedimiento en su convocatoria y realización.  

Por su parte, el artículo 379 de la misma Constitución de Colombia 
dispone expresamente que en todos los procedimientos de revisión 
constitucional en los cuales haya actos legislativos, convocatoria a refe-
rendo, de consulta popular o convocatoria a la Asamblea Constituyen-
te, los mimos pueden ser declarados inconstitucionales por la Corte 
Constitucional cuando violen los requisitos establecidos en el Título 
XIII  de la Constitución en el cual se regula la reforma constitucional. 
La acción pública contra estos actos sólo procede dentro del año si-
guiente a su promulgación, con observancia de lo dispuesto en el artí-
culo 241 numeral 2 de la propia Constitución que regula la potestad de 
la Corte Constitucional de decidir, con anterioridad al pronunciamien-
to popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referen-
do o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo 
por vicios de procedimiento en su formación.  

Por otra parte, la Constitución de Bolivia enumera entre las atribu-
ciones del Tribunal Constitucional (Art. 119, VII, 10), la de conocer y 
resolver sobre las demandas respecto a procedimientos en la reforma de la 
Constitución, las cuales se pueden plantear por cualquier Senador o 
Diputado o por el Presidente de la República, en relación con los pro-
yectos de reforma.  

En Costa Rica, el artículo 10, b) de la Constitución atribuye a la Sa-
la Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, competencia para 
conocer de las consultas sobre proyectos de reforma constitucional. 

En la Constitución de Chile, el artículo 82, 2 atribuye al Tribunal 
Constitucional competencia para resolver las cuestiones sobre constitu-
cionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de  refor-
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ma constitucional. En este caso, el Tribunal sólo puede conocer de la 
materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera 
de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, 
siempre que sea formulado antes de la promulgación de la reforma. El 
Tribunal debe resolver dentro del plazo de diez días contados desde 
que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por 
otros diez días por motivos graves y calificados. Este requerimiento, en 
todo caso,  no suspende la tramitación del proyecto; pero la parte im-
pugnada de éste no podría ser promulgada hasta la expiración del pla-
zo referido. 

En consecuencia, durante el desarrollo de los procedimientos para 
la revisión constitucional, puede decirse que los órganos a los que se 
atribuye el ejercicio del poder constituyente derivado están sometidos 
a la Constitución, la cual, como lo indica la Constitución de Nicaragua, 
tiene que seguir en vigencia “mientras no se apruebe por la Asamblea 
Nacional Constituyente la nueva Constitución” (Art. 194); o como lo 
indica la Constitución de República Dominicana “no podrá jamás ser 
suspendida ni anulada por ningún poder ni autoridad ni tampoco por 
aclamaciones populares”(art. 120). 

 2. Los límites derivados de las cláusulas pétreas 

Pero la revisión constitucional por el poder constituyente deriva-
do, no sólo tiene los límites adjetivos antes analizados, sino que tam-
bién tiene límites de orden sustantivo. 

El primer límite de esta naturaleza al poder constituyente es el que 
deriva de las denominadas cláusulas pétreas o inmodificables que se 
establecen en los textos constitucionales, en las cuales se establecen 
principios o normas que se proclaman como irrevisables en forma total 
o parcial. En muchos casos se trata de cláusulas expresas, pero en otros 
se trata de cláusulas que derivan de la interpretación del propio texto 
constitucional. 
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Entre las primeras se destacan las que excluyen toda reforma so-
bre determinadas materias, como sucede con el artículo 248 de la Cons-
titución de El Salvador en el cual se dispone que: 

Art. 248: “...No podrán reformarse en ningún caso los artículos de esta Consti-
tución que se refieren a la forma y sistema de gobierno, al territorio de la Re-
pública y a la alternabilidad en el ejercicio de la Presidencia de la República”. 

En igual sentido se debe destacar el artículo 119 de la Constitución 
de República Dominicana, en el cual se declara que: 

“Art. 119.  Ninguna reforma podrá versar sobre la forma de Gobierno, que 
deberá ser siempre civil, republicano, democrático y representativo”.  

En la Constitución de Guatemala se establece una enumeración de 
artículos de la Constitución como “no reformables”, al disponer su ar-
tículo 281, que “en ningún caso podrán reformarse los artículos 140 
(independencia del Estado y al sistema de gobierno), 141 (soberanía 
popular), 165, inciso g) (desconocimiento del mandato del Presidente 
después de vencido su período constitucional), 186 (prohibiciones para 
optar a cargos de Presidente y Vicepresidente) y 187 (prohibición de 
reelección), ni en forma alguna toda cuestión que se refiera a la forma 
republicana de gobierno, al principio de no reelección para el ejercicio 
de la Presidencia de la República, ni restársele efectividad o vigencia a 
los artículos que estatuyen alternabilidad en el ejercicio de la Presiden-
cia de la República, así como tampoco dejárseles en suspenso o de 
cualquier otra manera de variar o modificar su contenido”.  

En el caso de Honduras, el artículo 374 de la Constitución también 
dispone una enumeración de artículos no reformables, así: 

Artículo 374: No podrán reformarse, en ningún caso, el Artículo anterior 
(procedimiento para la reforma constitucional), el presente Artículo, los artí-
culos constitucionales que se refieren a la forma de gobierno, al territorio na-
cional, al período presidencial, a la prohibición para ser nuevamente Presi-
dente de la República, el ciudadano que lo haya desempeñado bajo cualquier 
título y referente a quienes no pueden ser Presidente de la República por el 
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período subsiguiente. 

En otros casos, como en la  Constitución del Brasil, lo que se esta-
blece es que no se puede abolir determinadas instituciones o princi-
pios, pero ello no impide la reforma de los artículos que las consagran. 
En tal sentido,  el artículo 60 § 4, establece que: 

“No será objeto de deliberación la propuesta de enmienda tendiente a abolir: 
I. La forma federal del Estado; II. El voto directo, secreto, universal y periódi-
co; III. La separación de los Poderes; IV. Los derechos y garantías individua-
les”.  

En el artículo 137 de  la Constitución de Cuba también se ha esta-
blecido una cláusula de esta naturaleza irrevocabilidad respecto del  
“sistema político, económico y social, cuyo carácter irrevocable lo esta-
blece el artículo 3 del Capítulo I, y la prohibición de negociar acuerdos 
bajo agresión, amenaza o coerción de una potencia extranjera”. Ade-
más, en la reforma de junio de 2002, la Asamblea Nacional del Poder 
Popular añadió al texto constitucional otra cláusula pétrea con el si-
guiente texto: 

“Disposición Especial. El pueblo de Cuba, casi en su totalidad, expresó entre los 
días 15 y 18 de junio del 2002, su más decidido apoyo al proyecto de reforma 
constitucional propuesto por las organizaciones de masas en asamblea extra-
ordinaria de todas sus direcciones nacionales que había tenido lugar el día 10 
del propio mes de junio, en el cual se ratifica en todas sus partes la Constitu-
ción de la república y se propone que el carácter socialista y el sistema políti-
co y social contenido en ella sean declarados irrevocables, como digna y cate-
górica respuesta a las exigencias y amenazas del gobierno imperialista de los 
Estado Unidos el 20 de mayo de 2002”. 

Pero aparte de las cláusulas pétreas así expresa y textualmente in-
sertas en los textos constitucionales, de otras disposiciones de las Cons-
tituciones se también se pueden derivar muchas otras cláusulas que 
encajarían dentro de tal categoría, por el carácter irrevisable como se 
establecen, por parte del poder constituyente.  
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Es el caso, por ejemplo, de la Constituciones que establecen en al-
gunos de sus artículos el carácter eterno de un principio o disposición 
constitucional, como resulta del artículo 1 de la Constitución de Vene-
zuela cuando declara que la República “es irrevocablemente libre e 
independiente...”; del artículo 5 que declara que “la soberanía reside 
intransferiblemente en el pueblo”, o del artículo 6 de la misma Consti-
tución cuando prescribe que el gobierno de la República “y de las enti-
dades políticas que la componen es y será siempre democrático, parti-
cipativo, electivo, descentralizado, alternativo, responsable, pluralista y 
de mandatos revocables”.   

Otras cláusulas que implican límites a la revisión constitucional 
son las que establecen el principio de la progresividad en la protección 
o garantía de los derechos humanos, por ejemplo en cuanto a los in-
herentes a la persona humana, las cuales implican que dichas garantías 
no pueden ser objeto de reformas que reduzcan el ámbito de protec-
ción de los derechos. Es el caso de la previsión del artículo 19 de la 
Constitución de Venezuela. 

La consecuencia de todos estos límites constitucionales a la refor-
ma constitucional, es que si se traspasasen por el poder constituyente 
derivado, las reformas serían contrarias a la Constitución, por lo que 
deberían ser objeto de control constitucional por parte de los órganos 
de la Jurisdicción Constitucional. 

 Sin embargo, en esta materia, sin embrago, estamos en el campo 
de los principios que derivan del principio de la supremacía constitu-
cional, ya que ninguna Constitución de América Latina establece ex-
presamente competencia de los órganos de la Jurisdicción Constitucio-
nal para controlar la constitucionalidad sustantiva de las reformas cons-
titucionales. 
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3. Los límites derivados del funcionamiento de los poderes constituidos 
del Estado 

Los procedimientos de revisión constitucional establecidos en los 
textos constitucionales tienen por objeto reformar o enmendar las 
Constituciones, sin alterar el funcionamiento de los órganos constitui-
dos del Estado. Este es el principio general que resulta del texto de to-
das las Constituciones latinoamericanas, sea cual sea el procedimiento 
de revisión constitucional que se regule. 

En efecto, en los casos en los cuales el poder constituyente deriva-
do se haya atribuido al pueblo para la aprobación de la reforma o en-
mienda constitucional, durante el procedimiento de elaboración del 
proyecto de reforma o enmienda y de aprobación popular del mismo 
mediante referendo, plebiscito o consulta popular, los órganos consti-
tuidos del Estado continúan funcionando sin interrupción ni interfe-
rencia de cualquier clase. Sólo excepcionalmente durante los procedi-
mientos de revisión constitucional, podrían verse afectadas algunas 
potestades de los órganos del Estado, lo cual debe establecerse expre-
samente en la Constitución, como sucede con las limitaciones a la posi-
bilidad de veto presidencial respecto de los actos del órgano legislativo 
concernientes a la reforma o enmienda constitucional, como por ejem-
plo lo prevén las Constituciones de Bolivia, Perú, Nicaragua, Uruguay 
y Venezuela. 

En los casos en los cuales el poder constituyente se atribuye a una 
Asamblea Nacional Constituyente, en principio, y salvo disposición 
expresa en contrario, el funcionamiento de la Asamblea Nacional 
Constituyente no afecta ni impide el funcionamiento simultáneo de los 
órganos constituidos del Estado. Este principio está formulado expre-
samente en la Constitución del Paraguay, en cuyo artículo 291 se esta-
blece lo siguiente: 

Art. 291. De la potestad de la Convención Nacional Constituyente. La Convención 
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Nacional Constituyente es independiente de los poderes constituidos. Se limi-
tará, durante el tiempo que duren sus deliberaciones, a sus labores de refor-
ma, con exclusión de cualquier otra tarea. No se arrogará las atribuciones de 
los poderes del Estado, no podrá sustituir a quienes se hallen en ejercicio de 
ellos, ni acortar o ampliar su mandato. 

En igual sentido, pero en relación con el funcionamiento del Con-
greso durante el funcionamiento de la Asamblea Constituyente, en la 
Constitución de Guatemala, el artículo 279 dispone expresamente que 
“la Asamblea Nacional Constituyente y el Congreso de la República 
podrán funcionar simultáneamente”.  

La excepción a este principio, en forma también expresa, está esta-
blecida en la Constitución de Nicaragua, en cuyo artículo 193 se esta-
blece que una vez aprobada la iniciativa de reforma total de la Consti-
tución por la Asamblea Nacional, esta debe fijar un plazo para la con-
vocatoria de elecciones de Asamblea Nacional Constituyente, conser-
vando “su mandato hasta la instalación de la nueva Asamblea Nacio-
nal Constituyente”. 

En otras Constituciones, como la de Colombia, una vez instalada 
la Asamblea Nacional Constituyente, sólo se limitan las potestades de 
los órganos constituidos del Estado en relación con el tema de la revi-
sión constitucional. Así, el artículo 376 dispone que a partir de la elec-
ción de la Asamblea Constituyente para la revisión constitucional 
“queda en suspenso la facultad ordinaria del Congreso para reformar 
la Constitución durante el término señalado para que la Asamblea 
cumpla sus funciones”.  

Por último, debe mencionarse la Constitución de Venezuela de 
1999, en la cual, después de la experiencia del proceso constituyente de 
ese año, al regularse a la Asamblea Nacional Constituyente como me-
canismo para la revisión constitucional, con el único objeto de “trans-
formar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una 
nueva Constitución” (Art. 347), se establece que durante el funciona-
miento de dicha Asamblea, “los poderes constituidos no podrán en for-
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ma alguna impedir las decisiones de la Asamblea Nacional Constitu-
yente” (Art. 349); lo que no implica que, al contrario, la Asamblea sí 
pueda impedir las decisiones de los poderes constituidos..  

En efecto, esta disposición tiene que interpretarse de acuerdo con 
los mismos términos de la Constitución, en el sentido de que los pode-
res constituidos, es decir, los órganos de los Poderes Legislativo, Ejecu-
tivo, Judicial, Ciudadano y Electoral no pueden en forma alguna im-
pedir las decisiones de la Asamblea Nacional Constituyente, la cual só-
lo tiene por objeto “redactar una nueva Constitución” en la cual se pro-
ponga “transformar el Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídi-
co”. En esa función, las decisiones de la Asamblea Nacional Constitu-
yente que no pueden ser “impedidas” por los poderes constituidos, 
son las que en la consecución de su objeto, la Asamblea adopte siempre 
de acuerdo con la Constitución vigente cuya reforma debe redactar. Es 
decir, la norma constitucional del artículo 349 no puede entenderse 
como una carta abierta dada a la Asamblea Nacional Constituyente pa-
ra que durante su funcionamiento pueda adoptar decisiones que pue-
dan ser contrarias a la Constitución y al funcionamiento de los órganos 
constitucionales constituidos; es decir, de ella no se deriva que la 
Asamblea Constituyente tenga poder alguno para alterar las normas 
constitucionales mientras estén en vigencia y mientras no sean susti-
tuidas por las de la nueva Constitución que redacte, la cual en todo ca-
so debe ser aprobada mediante referendo. En consecuencia, mientras la 
Asamblea Nacional Constituyente esté funcionamiento, los órganos de 
los diversos Poderes Públicos (poderes constituidos) también continú-
an en funcionamiento, no pudiendo la Asamblea ni disolverlos, ni sus-
tituirlos ni alterar su funcionamiento. De lo anterior resulta, en conse-
cuencia, que los actos dictados por la Asamblea Nacional Constituyen-
te durante su funcionamiento que violen la Constitución vigente, po-
drían ser objeto de control de constitucionalidad por la Sala Constitu-
cional del Tribunal Supremo como Jurisdicción Constitucional.  
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La consecuencia de lo anterior es que cualquier acto de los órganos 
a los cuales la Constitución le asigne la potestad de intervenir o realizar 
la reforma de la Constitución, que atente contra los poderes constitui-
dos del Estado o su funcionamiento conforme se regula en la propia 
Constitución, serían inconstitucionales, y podrían ser objeto de control 
de constitucionalidad por los órganos de la Jurisdicción Constitucional. 
Ninguna de las Constituciones latinoamericanas, sin embargo, atribuye 
tal competencia en forma expresa a dicha Jurisdicción. 

4. Los limites derivados de la existencia de circunstancias extraordina-
rias 

Otro límite a la posibilidad de revisión constitucional deriva de la 
existencia de circunstancias constitucionales extraordinarias, como los 
estados de excepción o de sitio, las cuales una vez decretadas en mu-
chos casos impiden que se desarrollen los procedimientos de reforma, 

Es el caso en particular de la Constitución de Brasil, en la cual al 
regularse la posibilidad de enmienda constitucional como una potestad 
atribuida al Congreso Nacional, como parte del ”proceso legislativo” 
(Art. 59), en el artículo 60, § 1º se dispone expresamente que “ninguna 
enmienda puede ser aprobada bajo la  vigencia de intervención federal, 
del estado de defensa o del estado de sitio” Estas circunstancias excep-
cionales que deben ser decretadas por el Presidente de la República ( 
Art. 84, IX y X) con participación variada de otros Poderes de la Unión 
(Arts. 34 y ss. y 136 y ss.)  

En Venezuela, una limitación similar estaba establecida en la Ley 
Orgánica del Sufragio y Participación Política de 1997 reformada en 
1998 (Gaceta Oficial No. 5233 Extraordinario de 28-5-98), en cuyo artícu-
lo 186 se estableció que “No podrán celebrarse referendos durante la 
vigencia de estado de emergencia, de suspensión o restricción de ga-
rantías constitucionales o de graves trastornos del orden público pre-
vistos en los artículos 240, 241 y 244 de la Constitución de la Repúbli-
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ca”. Como en 1998, la figura de los refrendos era sólo un medio de par-
ticipación política de rango legal, pues nada al respecto establecía la 
Constitución de 1961, podía admitirse que la propia Ley que los regu-
laba podía establecer limitaciones de este tipo para su realización. Sin 
embargo, estando los referendos regulados desde 1999 en la Constitu-
ción, incluyendo los que son necesarios para la aprobación de las en-
miendas y reformas constitucionales y para la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente para la revisión constitucional, al no 
estar prevista limitación alguna para su realización, no podría la ley 
establecerlas. Por ello, la norma del artículo 186 de la Ley Orgánica del 
Sufragio y Participación Política de 1998 puede considerarse que fue 
derogada tácitamente por la Constitución de 1999, no existiendo en 
consecuencia, limites a la realización del proceso de revisión constitu-
cional por el hecho de que se decrete un estado de excepción. 

En todo caso, en el supuesto regulado en el Brasil, si una enmien-
da constitucional fuera aprobada bajo la vigencia de intervención fede-
ral, del estado de defensa o del estado de sitio, la consecuencia lógica 
es que entonces dicha enmienda podría estar sujeta a control de consti-
tucionalidad por parte del Tribunal Supremo Federal. 

5.   Los límites temporales 

Algunas Constituciones establecen límites temporales para la revi-
sión constitucional, en el sentido de que en el texto constitucional se ha 
establecido un lapso mínimo de irrevisabilidad constitucional. Así se 
regula, por ejemplo, en Paraguay, en cuya Constitución (Art. 289) se 
estableció que la reforma de la Constitución “sólo procederá luego de 
diez años de su promulgación”; y las enmiendas sólo “transcurridos 
tres años de promulgada la Constitución” (Art. 290).  

En consecuencia, en estos casos, toda enmienda o reforma consti-
tucional sancionada sin que dichos lapsos hayan transcurrido, también 
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podría debería ser considerada como violatoria a la Constitución, y 
sometida a control de constitucionalidad.   

APRECIACIÓN FINAL 

De lo anterior resulta que los mecanismos para la revisión consti-
tucional pueden considerarse que son de la esencia del proceso consti-
tucional, de manera que no hay ni puede haber Constituciones inmu-
tables o eternas. Al contrario, los textos constitucionales requieren 
adaptación permanente para regular la sociedad conforme a los cam-
bios políticos y sociales.  

Uno de esos mecanismos de cambio constitucional lo constituyen 
los de revisión o reforma formal de la Constitución, como son  los pro-
cedimientos de enmiendas, de reformas o de convocatoria de Asam-
bleas o Convenciones Constituyentes,  que permiten la modificación de 
las Constituciones con la participación directa del pueblo (vía referén-
dum o plebiscito) o de sus representantes electos en los Parlamentos o 
en las Asambleas Constituyentes. Se trata, en todo caso, de métodos de 
revisión constitucional a través de los cuales sólo se manifiesta el poder 
constituyente derivado sometido, precisamente, a los límites y proce-
dimientos regulados expresamente en las Constituciones. El poder 
constituyente originario, en cambio, sólo se manifiesta en los procesos 
de revisión constitucional realizados de facto, al margen del hilo consti-
tucional.   

Ahora bien, del análisis comparativo de los procedimientos de re-
visión constitucional regulados en las Constituciones de América Lati-
na, pueden formularse las siguientes apreciaciones generales: 

1)  En casi todas las Constituciones se regula la participación po-
pular en los procesos de revisión constitucional, siendo excepcional los 
países que no prevén algún referendo o consulta popular que permita 
la participación del pueblo como poder constituyente originario. Es el 
caso de Argentina y Nicaragua que sólo regulan como mecanismo para 
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la revisión constitucional por una Asamblea o Convención Constitu-
yente; y de El Salvador, México, Brasil y República Dominicana que 
atribuyen el poder constituyente derivado sólo a los órganos legislati-
vos del Estado, por supuesto, a través de procedimientos particulares 
con mayorías calificadas. De resto, en Uruguay, Colombia, Venezuela, 
Paraguay, Guatemala, Costa Rica, Perú, Cuba, Chile, Ecuador y Pana-
má se regula la participación del pueblo en la revisión constitucional e, 
incluso, en Uruguay, como la única forma para la reforma constitucio-
nal. 

2)  En todas las Constituciones latinoamericanas se establece la 
participación, en una forma u otra, del órgano legislativo nacional 
(Congresos, Asambleas) en los procedimientos de revisión constitucio-
nal, de manera que en los mismos siempre participa la representación 
popular. Sólo excepcionalmente los órganos legislativos son los únicos 
con poder constituyente derivado, mediante mayorías calificadas espe-
ciales como sucede en El Salvador, México, Brasil y República Domini-
cana. En México, además del Congreso de la Unión, también participan 
en el procedimiento de revisión constitucional, las Asambleas legislati-
vas de los Estados de la Federación. En ninguna de las otras Constitu-
ciones federales (Argentina, Brasil o Venezuela) se establece la partici-
pación de las Asambleas o Consejos Legislativos de los Estados de en 
el procedimiento de reforma constitucional. En Argentina y en Brasil, 
sin embargo, podría señalarse que los Estados sólo participarían por la 
vía de la representación que tienen en el Senado, institución que fue 
eliminada en Venezuela en 1999. 

3)  En todas las Constituciones se establece también la participa-
ción del Presidente de la República en el procedimiento de revisión 
constitucional sea mediante la iniciativa de reforma o mediante la 
promulgación de la misma, limitándose en este último caso, en muchas 
Constituciones, el poder de veto del Presidente como sucede en Boli-
via, Perú, Nicaragua, Uruguay y Venezuela. 
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4)  En todas las Constituciones latinoamericanas se regulan ex-
presamente los procedimientos de revisión constitucional, por lo que 
los mismos, al tener  rango constitucional, deben ser respetados por 
todos los órganos del Estado. No es posible, por tanto, realizar una re-
forma constitucional mediante un procedimiento distinto al establecido 
en la Constitución. En consecuencia, los procedimientos de reforma o 
enmienda constitucional que no se desarrollen conforme a las  normas 
constitucionales que los regulan, o que versen sobre asuntos o materias 
que la Constitución prohíbe, son inconstitucionales y pueden ser con-
trolados por la Jurisdicción Constitucional. Ello se prevé incluso en 
forma expresa en algunas Constituciones que atribuyen a los Tribuna-
les Constitucionales o Salas Constitucionales de los Tribunales Supre-
mos, el control de la constitucionalidad de los procedimientos relativos 
a las reformas o enmiendas constitucionales, como lo hacen las Consti-
tuciones de Bolivia, Colombia, Costa Rica y Chile.  

El problema de la relación entre rigidez y revisión constitucional, 
sin embargo, como se dijo al inicio, deriva de la situación fronteriza en-
tre el derecho y los hechos, en la cual se mueven. No ha sido infrecuen-
te en América Latina, que a pesar de las previsiones constitucionales, 
se hayan producido reformas parciales e incluso totales de los textos 
constitucionales sin seguirse los procedimientos prescritos para las re-
formas o enmiendas, originándose sin duda, inconstitucionalidades, 
que luego, por la fuerza de los hechos, han encontrado alguna legiti-
mación política. El problema radica en la duración de la estabilidad 
constitucional que pueda derivarse de la supuesta legitimación y en el 
consenso que se haya podido haber obtenido para las reformas. 

Reformas impuestas por minorías o por mayorías circunstanciales 
sin que hayan sido producto de acuerdos, compromisos y consensos, 
es decir, de verdaderos pactos políticos, generalmente no tienen larga 
vida y las más de las veces, la vida que tienen termina estando vincu-
lada a la vida política del o de los actores que las impusieron.  
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Junio 2005. 

 


